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VISTOS para resolver, los autos del juicio de amparo 

159/2021, promovido por **** ******* ********* * ****** 

************  ***** por conducto de su representante legal 

******** ******* *****, contra actos de la Comisión Federal 
de Competencia Económica; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Presentación de demanda. Por escrito 

presentado el veintiuno de julio de dos mil veinte, ante la 

Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de 

Distrito y Tribunales Colegiados en Materia Administrativa, 

Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y 

Telecomunicaciones y de los Tribunales Colegiados de 

Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, todos con 

residencia en la Ciudad de México, la parte quejosa promovió 

juicio de amparo contra los actos y autoridad siguientes:

“III. AUTORIDAD RESPONSABLE.

Tiene el carácter de autoridad responsable, el H. 
Pleno de la Comisión Federal de Competencia 
Económica “Cofece”.

IV. ACTOS RECLAMADOS.

Del H. Pleno de la Comisión Federal de 
Competencia Económica se reclama:

a. La expedición, verificación y cumplimiento de la 
resolución emitida en sesión del 25 de junio de 
2020, en los autos del expediente  *********
******, por la que resolvieron declarar el 
incumplimiento por parte de los ahora quejosos a 
la resolución emitida por el propio Pleno de la 
Cofece, el 12 de septiembre de 2018, en los 
autos del expediente ***********.
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b. Todas y cada una de las consecuencias 
jurídicas y materiales que deriven de manera 
directa o indirecta, mediata o inmediata, de la 
resolución reclamada en la presente demanda 
de garantías.

c. La omisión de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de mi 
mandante, en términos de lo dispuesto por el 
tercer párrafo del artículo 1º constitucional”.

SEGUNDO. Admisión de demanda. El veinticuatro 
de julio de dos mil veinte, el Juzgado Primero de Distrito 
en Materia Administrativa Especializado en Competencia 
Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con 
residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda 
la República, registró la demanda con el número 2/2020.

En el mismo auto, la admitió a trámite y se pronunció 

respecto de la suspensión provisional solicitada, negándola 

por una parte y concediéndola únicamente para que las 

multas impuestas a las partes quejosas y la orden de venta 

de acciones de ******, no se ejecutaran, hasta en tanto se 

resolviera el juicio de amparo; requirió el informe justificado, 

dio intervención a la representante social adscrita; y, señaló 

día y hora para la audiencia constitucional; proveído en el que 

esencialmente determinó:

“… SE ADMITE la demanda, respecto de los actos 
reclamados al Pleno de la Comisión Federal de 
Competencia Económica, que enseguida se señalan, 
sin perjuicio de que se precisen en la sentencia 
definitiva en términos de la fracción I del artículo 74 de 
la Ley de Amparo:

1. La expedición, verificación y cumplimiento de la 
RESOLUCIÓN emitida en sesión de veinticinco de junio 
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de dos mil veinte, en el expediente ***************, 
en la que se declara el incumplimiento por parte de los 
quejosos a la diversa resolución de doce de septiembre 
de dos mil dieciocho dictada en el expediente  *******
*****

2. Las consecuencias que deriven de la resolución 
reclamada.

No elude la atención de este juzgador, que los 
quejosos también reclaman “La omisión de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
de mi mandante, en términos de lo dispuesto por el 
tercer párrafo del artículo 1º Constitucional”; sin 
embargo, dicha manifestación constituye un calificativo 
de la resolución reclamada que en todo caso debe 
analizarse a la luz de los conceptos de violación 
formulados en la demanda.”

TERCERO. Desechamiento de ampliación de la 
demanda contra actos intraprocesales. Previa aclaración, 

el veintiséis de noviembre de dos mil veinte, ese juzgado 

desechó la ampliación de demanda, respecto de actos 

intraprocesales, como se expone a continuación:

“… La parte quejosa, señala como actos reclamados:

1. El acuerdo de diecinueve de octubre de dos mil 
veinte, emitido por el Secretario Técnico de la 
Comisión Federal de Competencia Económica, en el 
expediente  ***************, en el que declaró el 
incumplimiento a las obligaciones previstas en la 
RESOLUCIÓN DE COMPROMISOS relativa a la 
notificación sobre garantías correspondientes al mes 
de agosto y octubre de dos mil veinte, y en 
consecuencia hizo efectivo el apercibimiento 
decretado en la referida RESOLUCIÓN, e impuso dos 
multas como medida de apremio hasta por el importe 
equivalente a tres mil veces el valor diario de la unidad 
de medida y actualización por los dos y quince días 
transcurridos sin que la parte quejosa diera 
cumplimiento a las obligaciones previstas en la 
RESOLUCIÓN, respectivamente.
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2. La ejecución del acuerdo que antecede, y las 
consecuencias jurídicas y materiales que deriven de 
dicho acuerdo.

En el caso, se actualiza la causa de improcedencia 
prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación 
con el diverso 107, fracción IX, ambos de la Ley de 
Amparo y, con el precepto 28, párrafo vigésimo, 
fracción VII, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, por las razones siguientes:

El artículo 61, fracción XXIII, de la Ley de Amparo, 
prevé que el juicio de amparo es improcedente en los 
demás casos que señale algún precepto constitucional 
o la propia ley.

En ese sentido, la fracción IX del artículo 107 de la ley 
de la materia y la fracción VII del párrafo vigésimo del 
artículo 28 constitucional señalan que, tratándose de 
las resoluciones emitidas por la Comisión Federal de 
Competencia Económica, sólo podrá impugnarse la 
que ponga fin al procedimiento.

Este juez considera que, conforme a la fracción XXIII 
del artículo 61 de la Ley de Amparo, relacionada con la 
fracción VII del vigésimo párrafo del artículo 28 de la 
Constitución Federal, la ampliación de demanda es 
improcedente respecto de los actos precisados en 
párrafos que anteceden.

Para corroborar lo expuesto, se estima conveniente 
tener a la vista el último precepto invocado.
(Se transcribe)

De la norma constitucional transcrita se desprende 
que, tratándose de las resoluciones pronunciadas por 
el Instituto Federal de Telecomunicaciones y por la 
Comisión Federal de Competencia Económica dentro 
de un procedimiento seguido en forma de juicio, sólo 
podrán impugnarse a través del juicio de amparo 
aquellas que pongan fin al mismo, sin que, en ningún 
caso, sean admisibles recursos (ordinarios o 
constitucionales) contra actos intraprocesales.

Cabe precisar que, en relación con los términos “actos 
emitidos en un procedimiento seguido en forma de 
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juicio” y “actos intraprocesales”, debe entenderse que 
la voluntad del Constituyente fue que en todos 
aquellos casos en que la autoridad resuelva un asunto 
mediante una secuencia de actos desarrollados 
progresivamente, el juicio de amparo indirecto procede 
únicamente contra la resolución definitiva, por lo que 
ninguno de los actos propios del procedimiento son 
controvertibles en forma independiente.

En efecto, la expresión “actos emitidos en un 
procedimiento seguido en forma de juicio” hace 
referencia a aquellos en que la autoridad dirime una 
controversia entre partes contendientes o resuelve una 
situación frente a un particular, mientras que la 
locución “actos intraprocesales” es general, y por 
tanto, alude a cualquiera que se ubique dentro de una 
secuencia progresiva de actos tendentes a la 
resolución jurídica de un asunto –no solamente 
aquellos emanados de procedimientos seguidos en 
forma de juicio-.

En ese sentido, por mandato constitucional que rige en 
materia de competencia económica, 
telecomunicaciones y radiodifusión, es de sostenerse 
que no son combatibles a través del juicio de amparo, 
al menos de manera destacada, los actos 
intraprocesales, esto es, aquellos que son propios de 
la etapa de preparación para la emisión de una 
resolución que define la situación particular de un 
gobernado, en tanto que sólo hasta que se dicte el 
fallo que dirima la cuestión en definitiva podrá acudirse 
a la instancia constitucional en la que podrán 
impugnarse tanto violaciones de todas las etapas 
preparatorias como el contenido de dicha resolución.

Teniendo en cuenta lo anterior, este juez considera 
que el juicio es improcedente contra el acuerdo de 
diecinueve de octubre de dos mil veinte, emitido por el 
Secretario Técnico de la Comisión Federal de 
Competencia Económica, en el expediente  *****
**********, ya que constituye un acto (intraprocesal), 
ya que la resolución final, será el acuerdo mediante el 
cual se individualice la multa impuesta a la parte 
quejosa como medida de apremio en el procedimiento 
de mérito.

Consecuentemente, lo procedente es desechar la 
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ampliación de demanda, con fundamento en los 
artículos 61, fracción XXIII, y 63, fracción V, de la Ley 
de Amparo, en relación con el artículo 28, vigésimo 
párrafo, fracción VII, de la Constitución Federal.

Es aplicable la tesis aislada I.1o.A.E.171 A (10a.) del 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, 
Especializado en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia 
en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 
República, que expresa:
MULTA IMPUESTA COMO MEDIDA DE APREMIO 
EN UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
SEGUIDO POR LA COMISIÓN FEDERAL DE 
COMPETENCIA ECONÓMICA. EN EL AMPARO 
PROMOVIDO CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE LA 
INDIVIDUALIZA PUEDE IMPUGNARSE, VÍA 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, LA DIVERSA QUE 
CALIFICÓ LA CONDUCTA COMO SANCIONABLE. 
(Se transcribe).”

CUARTO. Admisión de ampliación por nuevo acto 
reclamado. Previa prevención, el veintiocho de abril de dos 
mil veintiuno, se admitió a trámite la ampliación, en cuanto 

al acto reclamado a la autoridad responsable respectiva, y se 

dictaron las providencias de trámite de estilo, entre otras, el 

requerimiento a las responsables, de las constancias *******

****,  *************  y  *************** , como se 

advierte a continuación:

“… SE ADMITE la ampliación de demanda, respecto 
de los actos reclamados que enseguida se señalan, 
sin perjuicio de que se precisen en la sentencia 
definitiva en términos de la fracción I del artículo 74 de 
la Ley de Amparo:

1. Al Pleno de la Comisión Federal de Competencia 
Económica, la expedición, verificación y cumplimiento 
de la RESOLUCIÓN emitida en sesión de veinticinco 
de marzo de dos mil veintiuno, en el expediente 
***************, en la que se declara el 
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incumplimiento por parte de los quejosos a la diversa 
resolución de doce de septiembre de dos mil 
dieciocho, dictada en el expediente ******* ****.

2. Al Secretario Técnico de la Comisión Federal de 
Competencia Económica, la cuantificación de las 
multas impuestas a los quejosos:

(i) ****** ************ ***; por la cantidad de 
$********** (**********  *******  *  ***** mil 
*********** ********* * *** pesos **/100 M.N); y

(ii) **** ******* ********* ; por la cantidad de 
$******* (***  *************  *******  *  ****  pesos 
**/100 M.N).

3. Las consecuencias que deriven de las actuaciones 
reclamadas.

No elude la atención de este juzgador, que los 
quejosos también reclaman “La omisión de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
de mi mandante, en términos de lo dispuesto por el 
tercer párrafo del artículo 1º Constitucional”; sin 
embargo, dicha manifestación constituye un calificativo 
de la resolución reclamada que en todo caso debe 
analizarse a la luz de los conceptos de violación 
formulados en la demanda.”

QUINTO. Admisión de ampliación por conceptos 
de violación. El tres de mayo de dos mil veintiuno, se 

admitió a trámite la ampliación de demanda, únicamente 

respecto de los conceptos de violación, se dictaron las 

providencias de trámite, y se ordenó proveer en el cuaderno 

incidental, en cuanto a la medida cautelar solicitada, en 

relación con los actos reclamados en la ampliación.

SEXTO. Audiencia constitucional. Previo 

diferimiento, la audiencia constitucional se celebró el 

veintitrés de julio de dos mil veintiuno, en términos del acta 

que antecede.
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SÉPTIMO. Recepción del asunto en este juzgado 
Federal. En cumplimiento al artículo 5 del Acuerdo General 

15/2021 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, el 

homólogo federal remitió el asunto a este órgano 

jurisdiccional para el dictado de su resolución. Por auto de 

diecisiete de diciembre de dos mil veintiuno, este Juzgado 

Tercero de Distrito en Materia Administrativa Especializado 

en Competencia Económica, Radiodifusión y 

Telecomunicaciones con residencia en la Ciudad de México y 

jurisdicción en toda la República, recibió los autos, se avocó a 

su conocimiento y turnó el asunto a la persona Secretaria 

para la elaboración de la sentencia.

OCTAVO. Adscripción de la anterior titular. A través 

del oficio  ************** , signado por el Secretario 

Ejecutivo de Adscripción del Consejo de la Judicatura 

Federal, se comunicó la determinación tomada en sesión 

ordinaria celebrada el veintiséis de octubre de dos mil 

veintidós, en relación con la adscripción de la Jueza María 
Isabel Bernal Hernández como titular del Juzgado Tercero 

de Distrito en Materia Administrativa Especializado en 

Competencia Económica, Radiodifusión y 

Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México 

y jurisdicción en toda la República, a partir del uno de 

diciembre siguiente.

En proveído de nueve del propio mes y año, se dio 

vista a las partes con ello, sin que realizaran manifestación 

alguna al respecto.
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NOVENO. Adscripción de la actual titular. Mediante 

oficio  ***************, firmado electrónicamente por la 

Magistrada ***** ********* ****** *********** , Secretaria 

Ejecutiva de Adscripción del Consejo de la Judicatura 

Federal, se comunicó la determinación tomada en sesión 

ordinaria celebrada el cinco de julio de dos mil veintitrés, en 

relación con la comisión temporal de la Jueza Laura 
Gutiérrez de Velasco Romo, del Juzgado Séptimo de 

Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, al 

Juzgado Tercero de Distrito en Materia Administrativa 

Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 

Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México 

y Jurisdicción territorial en toda la República Mexicana, en 

sustitución de la Jueza María Isabel Bernal Hernández a 
partir del uno de agosto de dos mil veintitrés.

En proveído de tres del propio mes y año, se dio vista 

a las partes con ello, sin que realizaran manifestación alguna 

al respecto.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Este juzgado es legalmente 

competente para conocer del asunto, con fundamento en los 

artículos 28, párrafo vigésimo, fracción VII, 94, 103, fracción I 

y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 1, 33, fracción IV y 35 de la Ley de Amparo; 57, 

fracción II, en relación con el quinto transitorio, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en 

correspondencia con el Acuerdo General 15/2021 del Pleno 

del Consejo de la Judicatura Federal, que reforma el similar 
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3/2013, toda vez que se promueve en contra de actos de la 

Comisión Federal de Competencia Económica.

SEGUNDO. Fijación clara y precisa de los actos 
reclamados. En términos de la fracción I del artículo 74 de 

la Ley de Amparo, los actos reclamados son:

En la demanda:

Declaración de incumplimiento, multas como 
sanción y orden de cumplimiento:

• La resolución del Pleno de la Comisión Federal de 

Competencia Económica, emitida en sesión de veinticinco 
de junio de dos mil veinte, en el expediente  *********

******, en la que declaró el incumplimiento de los quejosos a 

la resolución de doce de septiembre de dos mil dieciocho, 

dictada en el expediente  ***********; les impuso multa a 

cada uno por las cantidades de ************* ***** ******** 

******  *******  *  *****  ***  **********  *******  *  ****  ***** 

***  *********  ********  ******  ********* y  ************** 

*************  ********  ***********  ****  ***  ********** 

*********  *  ***  *****  ***  *******  *  *****  ********  ** 

****** ********); y les ordenó su cumplimiento. 

En la ampliación:

Multas como medida de apremio, su 
cuantificación:

• El acuerdo del Pleno de la Comisión Federal de 

Competencia Económica, emitido el diecinueve de octubre 
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dos mil veinte, en el expediente  ***************, en la 

que hizo efectivo el apercibimiento decretado, declaró el 

incumplimiento de los quejosos a la resolución de veinticinco 

de junio de dos mil veinte –reclamada en la demanda–, e 

impuso multas como medida de apremio a los dos 

justiciables.

• El acuerdo del Secretario Técnico de la Comisión 

Federal de Competencia Económica, emitido el veintitrés de 
marzo de dos mil veintiuno, en el cual, cuantificó el monto 

total de las multas impuestas como medida de apremio a que 

se hicieron acreedores los quejosos, a ****** ************ 

*** *********** *********** ******* * ***** *** *********** 

*********  *  ***  *****  ******  ******  ********* y a  **** 

******* ********* ********* **** ************* ******* * **** 

***** ****** ****** *********.

En el entendido de que, para lograr la fijación del acto 

reclamado debe acudirse a la lectura íntegra de los escritos 

de demanda y aclaración, e incluso a la totalidad del 

expediente del juicio, entre ellas la fijación preliminar del 

homólogo federal, a fin de atender a lo que quisieron decir los 

quejosos y no únicamente a lo que en apariencia dijeron.

Sirve de apoyo a lo considerado, la tesis emitida por la

entonces Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, visible en la página 3465, Tomo LXX, Quinta Época, 

Materia Común, con registro digital 353317, del Semanario 

Judicial de la Federación, que dice:

“ACTO RECLAMADO, FIJACIÓN DEL, POR LOS 
JUECES DE DISTRITO. Los artículos 77, fracciones I 
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y II, y 79 de la Ley Orgánica de los Artículos 103 y 107 
de la Constitución Federal y los 258 y 332 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, no exigen de los 
Jueces de Distrito la transcripción literal del concepto 
del acto reclamado expresado en la demanda de 
garantías, sino que previenen que las sentencias que 
dicten dichos funcionarios y la Suprema Corte de 
Justicia, entre otros requisitos, deberán contener la 
fijación clara y precisa del acto o actos reclamados. 
Por tanto, aunque la enunciación que del acto 
reclamado haga el Juez de Distrito en su sentencia, no 
coincida exactamente con los términos de la demanda, 
con ello no irroga agravio alguno al quejoso, si precisa 
bien, aunque con redacción distinta, el alcance jurídico 
de la resolución que constituye dicho acto reclamado.”

Asimismo, es aplicable al caso, la tesis P. VI/2004, 

emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, visible en la página 255, Tomo XIX, Abril de 2004, 

Novena Época, Materias Común, con registro digital 181810, 

del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que 

dispone: 

“ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU 
FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN LA SENTENCIA 
DE AMPARO. El artículo 77, fracción I, de la Ley de 
Amparo establece que las sentencias que se dicten en 
el juicio de garantías deberán contener la fijación clara 
y precisa de los actos reclamados, así como la 
apreciación de las pruebas conducentes para tenerlos 
o no por demostrados; asimismo, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha sostenido el criterio de que 
para lograr tal fijación debe acudirse a la lectura 
íntegra de la demanda sin atender a los calificativos 
que en su enunciación se hagan sobre su 
constitucionalidad o inconstitucionalidad. Sin embargo, 
en algunos casos ello resulta insuficiente, por lo que 
los juzgadores de amparo deberán armonizar, 
además, los datos que emanen del escrito inicial de 
demanda, en un sentido que resulte congruente con 
todos sus elementos, e incluso con la totalidad de la 
información del expediente del juicio, atendiendo 
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preferentemente al pensamiento e intencionalidad de 
su autor, descartando las precisiones que generen 
oscuridad o confusión. Esto es, el juzgador de amparo, 
al fijar los actos reclamados, deberá atender a lo que 
quiso decir el quejoso y no únicamente a lo que en 
apariencia dijo, pues sólo de esta manera se logra 
congruencia entre lo pretendido y lo resuelto.”

           Igualmente, resulta aplicable en la especie, la tesis 

emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, visible en la página 3211, Tomo LXXII, Quinta 

Época, Materia Común, con registro digital 326750, del  

Semanario Judicial de la Federación, que establece:

          

“DEMANDA DE AMPARO, DISTINCIÓN DE LOS 
ACTOS RECLAMADOS Y LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN. Como la Ley de Amparo distingue 
perfectamente los actos reclamados de los conceptos 
de violación y, además, establece como uno de los 
requisitos que debe contener la demanda, la expresión 
clara y precisa de los actos reclamados y de los 
conceptos de violación, es claro que los Jueces de 
Distrito no están capacitados para modificar 
sustancialmente la demanda, tomando como actos 
reclamados lo que se expone como conceptos de 
violación.”

TERCERO. Existencia de los actos reclamados. 
Son ciertos los actos reclamados, en tanto las autoridades 

responsables admitieron la certeza de los mismos al rendir su 

informe justificado, en el ámbito de su competencia, más allá 

de los errores mecanográficos en cuanto a la fecha que hace 

notar el Secretario Técnico de la Comisión Federal de 

Competencia Económica, en los términos que los quejosos 

quisieron señalar en la ampliación.

No obsta a lo señalado, porque lo trascedente es que, 

atendiendo a su fijación clara y precisa, los identifica 
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plenamente y en el contradictorio, refuta los conceptos de 

violación. 

CUARTO. Causas de improcedencia. No existe 

causa de improcedencia contra la resolución reclamada, que 

se haya hecho valer, ni se advierte alguna de oficio, acorde 

con el artículo 62 de la Ley de Amparo; por tanto, se analiza 

la cuestión planteada.

QUINTO. Estudio de fondo. Sentencia estimatoria, 
así como las consideraciones y fundamentos legales en 
que se apoya.

Durante el incidente de cumplimiento y ejecución en el 

expediente  ***************, hubo actos probatorios y de 

alegación por parte de los quejosos.

En el acto decisorio de la Comisión Federal de 

Competencia Económica (COFECE), declaró el 

incumplimiento de los quejosos, les impuso una sanción y 

ordenó su cumplimiento, bajo los siguientes puntos 

resolutivos:

“PRIMERO. Se declara el incumplimiento por parte de 
******  ************  **** y  ****  *******  ********* a 
la resolución emitida por el Pleno de la Comisión 
Federal de Competencia Económica el doce de 
septiembre de dos mil dieciocho en el expediente  ***
********, en los términos expuestos en la presente 
resolución.

SEGUNDO. Se imponen a ****** ************ **** y 
**** ******* ********* una multa, respectivamente, en 
los términos establecidos en la sección "SANCIÓN" de 
la presente resolución.
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TERCERO. Se ordena a  ******  ************  **** y 
****  *******  *********  dar cumplimiento a la 
resolución emitida por el Pleno de la Comisión Federal 
de Competencia Económica en el plazo que se indica 
en la última consideración de derecho de esta 
resolución.”

La argumentación en que apoyó la Comisión Federal 

de Competencia Económica la resolución incidental 

reclamada, está estructurada de la siguiente forma:

El problema que resolvió la Comisión, es el de si los 

quejosos cumplieron o incumplieron las obligaciones de fondo 

impuestas en la resolución de doce de septiembre de dos mil 

dieciocho.

Para ello, en la resolución reclamada, la Comisión 

comienza haciendo una introducción de forma y contenido de 

los siguientes aspectos: i) antecedentes tanto del expediente 

principal como del incidental; ii) consideraciones de derecho, 

iii) manifestaciones de los quejosos, iv) valoración y alcance 

de las pruebas ofrecidas por los quejosos, v) alegatos, vi) 
acreditación del incumplimiento imputado, para concluir con 

la vii) sanción y viii) orden de cumplimiento a lo establecido 

por la resolución.

En ese orden, se exponen a continuación:

i) Antecedentes1.

• Inicio de expediente principal de investigación sobre 

1 Páginas 1 a 10 de la resolución reclamada.
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posible concentración ilícita.

El veintisiete de junio de dos mil diecisiete, la Comisión 

Federal de Competencia Económica inició la investigación para 

determinar la existencia de una posible concentración ilícita entre 

***** y ****** en términos de los artículos 62, 63 y 64 de la Ley 

Federal de Competencia Económica, la cual pudo tener por objeto 

o efecto obstaculizar, disminuir, dañar o impedir la libre 

concurrencia y la competencia económica.

• Solicitud de los quejosos por la dispensa o reducción 
de multas.

El veintiuno de junio de dos mil dieciocho, los quejosos 

manifestaron su voluntad de acogerse al beneficio de dispensa y 

ofrecieron diversos compromisos, de conformidad con los artículos 

100, 101 y 102 de la Ley Federal de Competencia  Económica.

• Prevención de solicitud.

El veintiocho de junio de dos mil dieciocho, se les previno 

para expresar su voluntad de acogerse al beneficio de dispensa o 

reducción del importe de las multas conforme al artículo 100 de la 

Ley Federal de Competencia  Económica.

• Reiteración de intención de dispensa.

El cuatro de julio de dos mil dieciocho, los quejosos 

expresaron su voluntad de acogerse al beneficio de dispensa o 

reducción del importe de las multas, conforme a los artículos 100, 

101 y 102.

• Resolución del Pleno. 
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El doce de septiembre de dos mil dieciocho, el Pleno de la 

Comisión Federal de Competencia Económica resolvió que los 

compromisos ofrecidos por los quejosos eran idóneos y 

económicamente viables para suspender, suprimir, corregir o, en 

su caso, dejar sin efectos la concentración ilícita objeto de la 

investigación, con las consideraciones incluidas de la Comisión.

• Escrito de aceptación.
El once de octubre de dos mil dieciocho, los quejosos 

aceptaron las consideraciones de la Comisión Federal de 

Competencia Económica.

• Formalización de aceptación.

El doce de octubre de dos mil dieciocho, el Secretario 

Técnico emitió un acuerdo en el que, entre otras cuestiones, tuvo 

por aceptada la resolución, con fundamento en el artículo 102 de 

la Ley Federal de Competencia Económica por parte de los 

quejosos. 

• Trámite del cumplimiento de compromisos. 

El veinticuatro de octubre de dos mil dieciocho, el 

Secretario Técnico, entre otras cuestiones: i) ordenó crear el 

Expediente Comp; y ii) turnó dicho expediente a la Dirección 

General de Asuntos Jurídicos (DGAJ) para tramitar y verificar su 

cumplimiento.

• Actos de impulsión del cumplimiento. 

Los quejosos presentaron escritos con la pretensión de 

cumplir diversas obligaciones contenidas en las secciones del 
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sexto considerando de derecho de la resolución2.

• Solicitud de prórroga de cumplimiento.

El veintiséis de septiembre de dos mil diecinueve, los 

quejosos solicitaron prórroga por seis meses más para el 

cumplimiento.

• Acuerdo de cumplimiento.

El veintiséis de septiembre de dos mil diecinueve, el 

Secretario Técnico emitió un acuerdo por medio del cual, entre 

otras cuestiones, se tuvieron por cumplidas diversas obligaciones.

• Reportes en vías de cumplimiento. 

El diecinueve de noviembre y once de diciembre de dos mil 

diecinueve, los quejosos informaron el estatus de los procesos de 

cumplimiento.

• Escrito de cierre.

El trece de enero de dos mil veinte, los quejosos solicitaron 

que se tuviera por cumplido en tiempo y forma el considerando 

sexto de la resolución3. 

• Acuerdo de inicio de incidente de cumplimiento y 
ejecución. 

El diecisiete de febrero de dos mil veinte, el Secretario 

2 “I. Liquidación del crédito objeto del CONTRATO DE CRÉDITO” y "Medidas 
para restaurar al proceso de libre concurrencia y de competencia económica”.
3 Manifestaciones de los quejosos: "[...] La estructura corporativa que se 
presenta ante [COFECE] tiene como objeto dar debido cumplimiento a la 
[RESOLUCIÓN]”.
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Técnico emitió un acuerdo por medio del cual entre otras 

cuestiones:

(i) tuvo por cumplidas diversas obligaciones;

(ii) consideró que pudo haber existido un incumplimiento 

por parte de los quejosos por lo que se refiere a liquidar el 

contrato de crédito I y/o realizar una desinversión total en ******; 

y

(iii) ordenó crear el expediente incidental.

• Escrito de manifestaciones de los quejosos.

El veintisiete de febrero de dos mil veinte, los quejosos 

contestaron la vista respecto al acuerdo de inicio y ofrecieron 

diversas pruebas; asimismo solicitaron tener por exhibidos los 

estados financieros de  ****** y la declaración anual de 

********, toda vez que dichos documentos ya obraban en autos 

del expediente principal.

• Escrito de prueba de los quejosos.

El doce de marzo de dos mil veinte, los quejosos 

exhibieron prueba de su intención en copia simple4.

• Desahogo parcial y prevención.

El doce de marzo de dos mil veinte, la Dirección General 

de Asuntos Jurídicos emitió un acuerdo por medio del cual, entre 

otras cuestiones:

(i) tuvo por presentado el escrito referido en el antecedente 

décimo sexto;

(ii) admitió las pruebas ofrecidas por los quejosos;

4 “[...] memorándum emitido por el despacho holandés  ***  ******  ****, 
respecto de la modificación de la estructura de [******] y la existencia de la 
sociedad [*********], sus alcances y efectos [...]”.
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(iii) tuvo por desahogado el requerimiento contenido en el 

punto de acuerdo quinto del acuerdo de inicio, únicamente por lo 

que hace a ******, y

(iv) previno a  ******** para que un plazo de cinco días 

hábiles aclarara si la declaración anual de impuestos presentada 

en el expediente era su última declaración de impuestos.

• Acuerdos de suspensión de plazos en los 
procedimientos de Comisión Federal de Competencia 
Económica.

Los plazos del presente asunto se suspendieron durante el 

periodo referido en los acuerdos de la Comisión Federal de 

Competencia Económica publicados en el Diario Oficial de la 

Federación el veinticuatro de marzo, así como diecisiete de abril 

de dos mil veinte5, y se reanudaron el uno de junio de dos mil 

veinte.

• Etapa de alegatos.

El ocho de junio de dos mil veinte, la Dirección General de 

Asuntos Jurídicos concedió a los quejosos un plazo de cinco días 

hábiles para formular y presentar alegatos.

• Escrito de alegatos.

El dieciséis de junio dos mil veinte, los quejosos 

presentaron alegatos.

• Acuerdo de incidente integrado.

5 Disponibles para consulta pública en las siguientes direcciones  
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5590194&fecha=24/03/2020
#gsc.tab=0
 y 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5591842&fecha=17/04/2020
#gsc.tab=0
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El diecisiete de junio de dos mil veinte, la Dirección 

General de Asuntos Jurídicos tuvo por integrado el expediente 

incidental, con efectos a partir del dieciséis de junio de dos mil 

veinte.

ii) Consideraciones de Derecho6.

En este apartado, la Comisión Federal de Competencia 

Económica expone las fuentes para determinar el cumplimiento y 

ejecución.

Aquí, a su vez, se efectúa una subdivisión entre las 

cuestiones siguientes:

• Resolución del Pleno.

De doce de septiembre de dos mil dieciocho.

• Escrito de aceptación.

De once de octubre de dos mil dieciocho.

• Escrito de cierre.
De trece de enero de dos mil veinte.

• Acuerdo de inicio.

De diecisiete de febrero de dos mil veinte.

iii) Manifestaciones de los quejosos7.

Respecto de ellos, la Comisión Federal de Competencia 

6 Páginas 10 a 25 de la resolución reclamada.
7 Páginas 25 a 40 de la resolución reclamada.
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Económica entiende que los argumentos son infundados e 

inoperantes, lo que a su vez, depende de las tres siguientes 

cuestiones (que agrupan el conjunto de manifestaciones A, B y C, 

vertidas por ambos quejosos).

1. De si procede el análisis amplio de los compromisos 
de la resolución (A).

La respuesta de la Comisión Federal de Competencia 

Económica a la cuestión es que no, y en consecuencia, lo califica 

de infundado, básicamente por las siguientes razones:

1.1. Las medidas propuestas son específicas.

Los artículos 100 y 102 de la Ley Federal de Competencia  

Económica, disponen que para obtener el beneficio de dispensa y 

reducción del importe de multas se requiere que los solicitantes 

señalen de manera específica las medidas que proponen 

suspender, suprimir o corregir la práctica monopólica relativa o 

concentración ilícita objeto de la investigación, así como los plazos 

y términos para su comprobación, con la finalidad de que el Pleno 

pueda analizar si dichas medidas son jurídica y económicamente 

viables y determine, en su caso, si procede conceder el beneficio 

y las medidas concretas que se decretan para restaurar el proceso 

de libre concurrencia y de competencia económica.

1.2. Las medidas son particulares.

Al emitir resolución, el Pleno no sólo debe analizar las 

medidas que de forma particular ofrecieron los solicitantes del 

beneficio, sino que también puede decretar las medidas que 

correspondan a fin de que, partiendo del problema de 

competencia detectado durante la investigación, se garantice que 

las medidas sean idóneas y suficientes para suprimir, suspender o 

corregir la práctica monopólica o concentración ilícita investigada 
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a fin de restaurar el proceso de libre competencia y libre 

concurrencia y que los efectos anticompetitivos de la presunta 

infracción a la Ley Federal de Competencia Económica 

investigada, podrían haber producido o estén produciendo en los 

mercados en los que ocurran o en mercados que se encuentren 

relacionados.

1.3. Las medidas no están determinadas por un 
objetivo primordial.

La finalidad de las resoluciones no consiste en determinar 

un objetivo primordial, como incorrectamente asumen los 

quejosos, sino en el establecimiento de medidas concretas que de 

manera particular deberán ejecutarse para cumplir con ese 

objetivo, pues además deben especificarse tanto los tiempos 

como los métodos de verificación de su cumplimiento, ya que es la 

única forma en la que puede garantizarse de manera efectiva y en 

atención al caso particular que se restaure el proceso de libre 

concurrencia y competencia económica. Autorizar que los 

solicitantes modifiquen a su arbitrio las medidas (por su viabilidad 

jurídica y económica) distorsionaría el esquema, quebrantaría la 

ley y eliminaría todo efecto útil al análisis previo y resolución del 

Pleno.

1.4. Las medidas no pueden cambiar de manera 
unilateral.

Para dar cumplimiento con una resolución que otorga el 

beneficio de dispensa o reducción del importe de multas, debe 

atenderse a las medidas específicas para restaurar el proceso de 

libre concurrencia y competencia económica decretadas por el 

Pleno y expresamente aceptadas por los solicitantes, sin que 

éstos puedan, de manera unilateral, ejecutar medidas distintas a 

las establecidas en la resolución bajo la excusa de que lo hacen 
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de manera alternativa, cumpliendo lo que los quejosos denominan 

objetivo primordial.

1.5. Las medidas pueden cambiar de forma justificada, 
previa y formalmente planteada.

En todo caso, antes de proponer cualquier mecanismo 

diferente a las medidas expresamente autorizadas, los quejosos lo 

debieron haber planteado formalmente, además de demostrar 

fehacientemente que existía una imposibilidad jurídica o material y 

económicamente viables para restaurar el proceso de libre 

concurrencia y competencia económica, que es precisamente la 

finalidad de este mecanismo de otorgamiento del beneficio de 

dispensa o reducción de multas.

1.6. Los quejosos no opusieron alguna imposibilidad 
de cumplimiento.

Los quejosos no señalaron  en el escrito de cierre ni en el 

escrito de manifestaciones, que se hayan visto imposibilitados de 

cumplir las medidas, sino que simplemente señalan que “Como se 

puede advertir de los antecedentes antes relacionados, se 

acredita a ese H. [PLENO] el ánimo e intención en todo momento 

de mis mandantes, de dar cabal y completo cumplimiento a los 

compromisos contenidos en la [RESOLUCIÓN] que nos ocupa, 

por lo que, a efecto de alcanzar los fines y objetivos planteado 

[sic] en la misma, a continuación se presenta el siguiente 

ESQUEMA DE CUMPLIMIENTO [...].”

1.7. La propuesta de esquema alternativo de los 
quejosos no fue previo.

El esquema alternativo de cumplimiento no fue 

previamente propuesto por los solicitantes del beneficio de 

dispensa y reducción de multa, por lo que no pudo ser analizado 
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previamente por el Pleno a fin de verificar, en el momento 

procesal oportuno, si eran o no jurídica y económicamente viables 

para restaurar el proceso de libre concurrencia y competencia 

económica, que es la finalidad del mecanismo conocido como 

beneficio de dispensa o reducción de multas económicas.

1.8. La propuesta de esquema alternativo de los 
quejosos no fue justificado.

No es válido que, fuera del momento que procesalmente 

corresponde para hacer las propuestas de medidas para obtener 

el beneficio, los solicitantes pretendan, de manera ex post, que se 

validen las medidas finalmente implementadas de manera 

unilateral, sin que el Pleno las haya evaluado previamente y sin 

acreditar que se dieron circunstancias extraordinarias que 

impidieran que se diera cumplimiento cabal y estricto a las 

medidas decretadas por el Pleno en la resolución.

1.9. El A.R. 173/2017 del Primer Tribunal Colegiado de 
Circuito en la subespecialidad, invocado por los quejosos, no 
sostiene el criterio que postulan de procedencia del análisis 
amplio de los compromisos de la resolución.

Es incorrecto que se haya establecido un criterio en el 

sentido de que, a efecto de cumplir con la finalidad de los 

objetivos de la legislación de competencia económica en el país, 

se debe dar una interpretación más amplia respecto del 

cumplimiento de los compromisos que establezca la Comisión 

Federal de Competencia Económica, pues ni de la lectura de la 

sentencia ni de las transcripciones en su escrito de 

manifestaciones se desprende tal aseveración.

Aquél amparo deriva de una resolución de dos mil 

diecisiete, dictada en un expediente incidental, en donde se 
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impuso a la parte quejosa una multa por haber incumplido los 

compromisos aceptados en una diversa resolución de dos mil 

quince, por la omisión de presentar el reporte anual de dos mil 

dieciséis.

1.10. El A.R. 173/2017 del Primer Tribunal Colegiado de 
Circuito en la subespecialidad, asume el criterio aplicable de 
establecer la distinción entre la naturaleza de los 
compromisos de fondo y forma.

La obligación de liquidar el crédito objeto del contrato de 

crédito I, o realizar una desinversión total en  ****** es una 

media que tiene como fin suspender, suprimir o corregir la 

concentración ilícita investigada a fin de restaurar el proceso de 

libre concurrencia y competencia económica, lo cual es 

congruente con la tesis 1.1o.A.E.246 A (10a.), proveniente del 

amparo en revisión 173/2017 en cuanto establece que "los 

compromisos asumidos por el agente económico investigado para 

evitar o corregir dichas conductas, deben distinguirse por la 

autoridad de las obligaciones formales tendentes a facilitar la 

verificación de su cumplimiento, al imponer una sanción por el 

desacato de unos u otras".

Dicho criterio es del contenido y datos de localización 

siguientes:

“PROCEDIMIENTO SEGUIDO POR LA POSIBLE 
COMISIÓN DE PRÁCTICAS MONOPÓLICAS 
RELATIVAS. LOS COMPROMISOS ASUMIDOS POR EL 
AGENTE ECONÓMICO INVESTIGADO PARA EVITAR O 
CORREGIR DICHAS CONDUCTAS, DEBEN 
DISTINGUIRSE POR LA AUTORIDAD DE LAS 
OBLIGACIONES FORMALES TENDENTES A 
FACILITAR LA VERIFICACIÓN DE SU CUMPLIMIENTO, 
AL IMPONER UNA SANCIÓN POR EL DESACATO DE 
UNOS U OTRAS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 6 
DE JULIO DE 2014). Conforme al artículo 33 bis 2 de la 
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Ley Federal de Competencia Económica abrogada, antes 
de dictar la resolución definitiva en el procedimiento 
seguido por la extinta Comisión Federal de Competencia 
por la posible comisión de prácticas monopólicas relativas, 
el agente económico podrá presentar un escrito mediante 
el cual se comprometa a suspenderlas, suprimirlas, 
corregirlas o no realizarlas, sujetándose –normalmente– a 
esquemas de verificación de su cumplimiento, como 
obligaciones colaterales, esto es, que no tienen la entidad 
o importancia de los deberes asumidos para no incurrir en 
la práctica investigada, sino una función instrumental que 
facilita la revisión de la observancia de éstos por la 
autoridad indicada. En estas condiciones, el desacato a las 
obligaciones tendentes a facilitar la verificación no debe 
tratarse en el mismo nivel de importancia que el relativo a 
los compromisos asumidos con el fin de ajustarse a las 
normas que persiguen evitar o corregir las conductas 
nocivas a los procesos de libre concurrencia y 
competencia en los mercados. Por tanto, la comisión 
mencionada debe distinguir si se trata del desacato a una 
obligación formal, consistente en referir la conducta 
desplegada en observancia a los compromisos, o del 
incumplimiento de éstos, por la diversa entidad que cada 
uno reviste y la necesaria distinción de sus consecuencias, 
que exigen un tratamiento diferenciado en caso de que 
sean objeto de alguna sanción, a efecto de no infringir el 
principio de proporcionalidad, conforme al cual, al aplicarla, 
debe atenderse al grado de lesividad y a los daños de la 
conducta que se estima reprochable.”8

1.11. Los quejosos no eliminan las preocupaciones 
advertidas en la resolución de la Comisión Federal de 
Competencia Económica.

Las operaciones alternativas para el cumplimiento no 

eliminan las preocupaciones plasmadas por la Comisión Federal 

de Competencia Económica, ni cumplen con la resolución; se 

considera que independientemente de la interpretación que se 

aplique, no pueden confirmar la eliminación de los riesgos 

advertidos; ni cumplen con el "objetivo primordial" de la resolución, 

ya que no garantizan la eliminación de cualquier vínculo que 

8 Datos de localización: Registro digital: 2018963, TCC; 10a. Época; Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación; I.1o.A.E.246 A (10a.); TA; 
Publicación: viernes 11 de enero de 2019.
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hubiera podido llegar a existir entre  ********** y  ****** con 

motivo del contrato de crédito I. Pues subsiste la posibilidad de 

que ***** ****** constituya y ejerza las garantías derivadas del 

contrato de crédito I y que con esto pueda, después de una serie 

de eventos, ejercer control o influencia sobre las acciones o 

activos de  ******. Para el Pleno esta eliminación de vínculos 

solo podría lograrse mediante una liquidación del contrato de 

crédito I y/o una desinversión total en  ******, tal como se 

determinó en la resolución, al analizar la viabilidad jurídica y 

económica. Por este motivo, no es posible, ni habría sido viable de 

haberse propuesto de manera oportuna, aceptar el cumplimiento 

propuesto por los quejosos.

1.12. El cumplimiento sustituto está permitido en 
circunstancias distintas al caso de los quejosos.

La Comisión Federal de Competencia Económica declara 

que la argumentación es inoperante porque no combate el 

acuerdo de inicio. Los quejosos no demuestran que el 

cumplimiento sustituto cumpla los compromisos establecidos en la 

resolución.

Si bien es cierto que en diverso expediente el Pleno 

analizó y autorizó, dadas las particularidades del asunto, la 

posibilidad de un cumplimiento sustituto, dicha autorización 

atendió a circunstancias muy distintas a las que plantean los 

quejosos, entre otros aspectos, lo siguiente:

a) la autorización citada por los solicitantes versaba sobre 

un procedimiento de verificación de condiciones relativo a una 

notificación de concentración, no al cierre por compromisos de 

una concentración ilícita.

b) en ese caso, los agentes económicos sometieron a 
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análisis de la Comisión la posibilidad de implementar un programa 

de desinversión sustituto antes de realizarlo, y

c) el Pleno únicamente autorizó la posibilidad de analizar si 

la desinversión de "tiendas sustitutas”, lograría los mismos efectos 

restaurativos que la desinversión de las “tiendas originales”, lo que 

es razonable por la similitud de la medida y los posibles cambios 

en la dinámica de los mercados locales por el transcurso del 

tiempo.

1.13. Las medidas sustitutas propuestas por los 
quejosos, son de diferente naturaleza y alcance.

Los quejosos plantean eludir la resolución y sustituir de 

manera ex post y unilateral una medida autorizada por otra 

completamente diferente en naturaleza y alcance.

Es equivocado que, bajo la premisa del principio de 

igualdad, los solicitantes pretendan que la autoridad acepte por la 

mera solicitud de las partes un cumplimiento sustituto.

Máxime, si como se indicó en el apartado anterior, los 

solicitantes no acreditaron la existencia de una imposibilidad 

jurídica o material para cumplir con las medidas; que dicha 

imposibilidad haya sobrevenido a la aceptación de los 

compromisos; que no haya sido causada por los propios 

solicitantes y que además no haya podido preverse.

1.14. Las medidas sustitutas no se habrían autorizado 
a los quejosos, aun de solicitarse.

El esquema propuesto no podría haber sido autorizado al 

no garantizar la eliminación de vínculos entre  ********** y 

****** con motivo del contrato de crédito I, ni al ser certera la 
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viabilidad jurídica y económica de la propuesta alternativa. Aunque 

el punto se desarrolla en la siguiente parte.

2. De si la estructura presentada cumple con los 
compromisos de fondo de la resolución (B)9.

Aquí, a su vez, se efectúa una subdivisión entre las 

cuestiones siguientes:

2.1. Las pruebas de la intención de los quejosos no les 
favorecen.

La estructura de los quejosos en el escrito de cierre 

demuestra los actos jurídicos en el extranjero:

(i) la constitución de la fundación,

(ii) la compra y cesión de partes sociales de ******, por 

parte de ******** y *****, en favor de ********* ;

(iii) la cesión de la totalidad de las acciones de *********, 

propiedad de ********, en favor de la fundación; y

(iv) la celebración de un "Convenio de Designación", entre 

******** y la fundación, se transfirió indirectamente, el noventa y 

nueve punto sesenta y ocho por ciento (99.68%) de las partes 

sociales de ****** que detentaban ******** y ***** , en favor de 

la fundación y, por ende, su participación en ******, para que la 

fundación administre dichas acciones.

Sin embargo, los quejosos no demuestran de manera 

fehaciente que dicha estructura asegure que  *****, a través de 

*****  ****** , propiedad indirecta de  ********** , esté 

imposibilitada para que, bajo ciertos supuestos, pueda 

9 Páginas 34 a 39 de la resolución reclamada.

R
osalba B

alderas Á
lvarez

70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.f5.44
05/01/24 17:45:45

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Trámite 
Juicio de Amparo 159/2021

31

eventualmente ejercer cierto control o influencia sobre ******.

2.2. El contrato de crédito I, no ha sido liquidado y 
conserva el ejercicio de derechos.

Si el contrato de crédito I no ha sido liquidado, subsisten 

los derechos de  *****  ****** para constituir y ejercer las 

garantías del contrato, pues en caso de que  *****  **** , 

propiedad de ********, no liquide el adeudo derivado del contrato 

de crédito I, persiste el derecho de que ***** ****** haga efectivo 

el crédito.

2.3. La prueba de “opinión” ofrecida por los quejosos 
advierte eventuales supuestos de incumplimiento. 

La opinión presentada por los quejosos refiere que bajo 

ciertos supuestos (en caso de que se declare error, fraude o 

coacción), existe la posibilidad de que un tribunal neerlandés 

ordene que las partes sociales de  ****** y/o las acciones de 

********* sean devueltas.

De actualizarse los supuestos excepcionales, las acciones 

de ****** serían devueltas a ******** y ***** , con lo que ***** 

****, quien celebró el contrato de crédito I, tendría nuevamente 

participación indirecta sobre  ****** y  ******, dado que las 

cosas regresarían al estado en que se encontraban antes de la 

operación con la que se pretende acreditar el cumplimiento de la 

resolución.

2.4. En la Comisión Federal de Competencia 
Económica continúa la preocupación de constituir y ejercer 
las garantías derivadas del contrato de crédito I.

*****  ****** estaría en posibilidad de constituir y ejercer 
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las garantías derivadas del contrato de crédito I, sobre las 

acciones de  ****** y/o  ****** y, por esa razón, la 

preocupación de la Comisión Federal de Competencia Económica 

expresada en la resolución subsiste, dada la posibilidad de que 

***** pueda ejercer cierto control o influencia sobre  ******, si 

***** ****** ejerce sus derechos ante las autoridades del país de 

Holanda para invalidar la operación que se reporta como 

cumplimiento, para la constitución y el ejercicio de las garantías 

del contrato de crédito I y lograr su pago.

2.5. La insuficiencia probatoria.

Los quejosos no aportaron los elementos suficientes para 

que existiera certeza de que las acciones y/o partes sociales de 

los mismos efectivamente no estén sujetas a alguna restricción, 

disolución o anulación, pues, se trata de una simple declaración 

entre las partes que celebran un convenio; de la opinión no se 

deprende que no sea posible que un tribunal revierta la estructura 

presentada por los quejosos para acreditar el cumplimiento de los 

compromisos, sino que al contrario, se sostiene la posibilidad de 

que el cesionario devuelva al cedente sus partes sociales.

2.6. La incorrecta apreciación del objeto de la prueba.

La resolución no señaló preocupación por algún derecho 

de pignoración sobre  ****** o sobre cualquier otra sociedad o 

activo; se centró en la posibilidad de que ***** ******, propiedad 

de **********, quien tiene una relación jurídica de carácter civil 

con  ********* (presidente del Consejo de Administración de 

*****), constituyera y ejerciera las garantías derivadas del 

contrato de crédito I y que, con esto, ejerciera control o influencia 

sobre las acciones o activos de ***** ****, quien mantenía una 

participación indirecta en el capital social de ******.
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La Comisión concluyó que la opinión no demuestra la 

extinción de esa posibilidad.

2.7. La no vinculatoriedad de la resolución sobre 
sujetos involucrados en la propuesta sustituta, no obligados.

La estructura presentada afecta los títulos representativos 

del capital social de  ****** a favor de personas jurídicas de 

nueva creación. Pero, la Fundación y  ********* son personas 

jurídicas no obligadas o limitadas por la resolución, ni por la 

modificación al contrato de crédito II, realizadas en cumplimiento a 

compromiso diverso, y en consecuencia, la Comisión Federal de 

Competencia Económica no tiene control sobre lo que haga o 

pueda hacer la Fundación con las acciones de ******. Persiste 

una relación jurídico-patrimonial entre la Fundación y  ********, 

este último en calidad de mandante y beneficiario económico.

La resolución tenía por objeto eliminar cualquier vínculo 

que hubiera podido llegar a existir entre  ********** y  ****** 

con motivo del contrato de crédito I, lo que solo podría lograrse 

mediante una liquidación del contrato de crédito I y/o una 

desinversión total en ******.

2.8. La imposibilidad sobre eliminación de los riesgos. 

La Comisión no puede confirmar la eliminación de los 

riesgos advertidos en la resolución y derivados de la existencia de 

cualquier vínculo directo o indirecto entre las partes; incluso ahora 

con la participación de nuevas personas jurídicas, a quienes la 

resolución no les obliga.

2.9. La opinión no es prueba idónea porque carece de 
certeza.
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La opinión ofrecida por los quejosos no es idónea para 

demostrar que la estructura presentada cumple de fondo con la 

resolución, pues refiere que para emitirla se tuvieron a la vista 

diversos documentos.

Sin embargo, la Comisión Federal de Competencia 

Económica no tiene la certeza de que los documentos que 

sirvieron para emitir la opinión, sean los mismos que fueron 

presentados a la Comisión por medio del escrito de cierre, ya que 

no se adjuntaron los documentos que se tuvieron a la vista para 

emitirla.

2.10.  La prueba de opinión de la intención de los 
quejosos, no es una pericial en materia de derecho 
neerlandés, ni puede ser valorada como tal, sin embargo hace 
prueba plena en contra de sus oferentes.

La opinión fue presentada como copia simple en el 

expediente incidental y en original en el Expediente Comp y el 

acuerdo de doce marzo de dos mil veinte emitido por la Dirección 

General de Asuntos Jurídicos se admitió como hecho notorio; por 

lo que, tal opinión no puede ser valorada como un dictamen 

pericial en materia de derecho neerlandés, puesto que no cumple 

con las características del artículo 97 de las Disposiciones 

Reglamentarias de la Ley Federal de Competencia Económica, 

para ser considerado como prueba pericial, pero sí hacen prueba 

plena en contra de su oferente.

3. De si el comportamiento de  ****** ha sido 
independiente(C)10.

Esta no es una nueva cuestión, sino la reiteración de la 

calificación como inoperante de las manifestaciones de los 

10 Páginas 39 y 40 de la resolución reclamada.

R
osalba B

alderas Á
lvarez

70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.f5.44
05/01/24 17:45:45

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Trámite 
Juicio de Amparo 159/2021

35

quejosos:

3.1. Las manifestaciones son inoperantes. 

Las manifestaciones de los quejosos se limitan a enunciar 

una serie de hechos sobre el comportamiento de  ****** en el 

mercado, mientras que la preocupación de la resolución se centra 

en que  *****  ****** puede constituir y ejercer las garantías 

derivadas del contrato de crédito I y que con esto ejerza control o 

influencia sobre las acciones o activos de  *****  **** quien 

mantenía una participación indirecta en el capital social de 

******. No se desvirtúa esa posibilidad.

iv) Valoración y alcance de las pruebas ofrecidas por 
los quejosos11.

A partir de aquí, subyacen nuevas cuestiones: si las 

pruebas de la intención de los quejosos son eficaces.

La respuesta de la Comisión Federal de Competencia 

Económica es que no, por las siguientes razones:

• Documentales.

a) Documental privada.

Estudio denominado "Mercado de la distribución 

mayorista de productos farmacéuticos en México y 

comportamiento competitivo de ******”, signado por ***** ***** 

********* ******.

El medio fue ofrecido con el objeto de acreditar que el 

comportamiento de ****** en el mercado, desde el momento de 

11 Páginas 40 a 45 de la resolución reclamada.
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la adquisición de ésta, ha sido realizado de manera unilateral e 

independiente, atendiendo a las razones de negocios propios de 

ésta.

Es una documental privada, conforme a los artículos 83, 85 

y 87, fracción I, de las Disposiciones Regulatorias de la Ley 

Federal de Competencia Económica; así como, 93, fracción III, y 

133 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria a la ley, y tiene el valor probatorio que otorgan los 

artículos 197, 203, 204, 209 y 217 del ordenamiento jurídico 

citado.

Razonamiento probatorio sobre la eficacia de la 

documental privada:

Es verdad que en su conclusión establece que 

****** ha tenido un comportamiento independiente y 

competitivo, pero la prueba no es idónea para 

controvertir el acuerdo de inicio, pues el incidente no 

tiene por objeto dilucidar si  ****** ha tenido un 

comportamiento independiente o no, por lo que dicho 

documento no aporta elementos para que la Comisión 

Federal de Competencia Económica determine si con 

la estructura presentada por los quejosos se cumple 

con los compromisos.

b) Copia simple o impresión.

Opinión emitida por el despacho holandés  ***  ****** 

****, respecto de la estructura de  ******, contenido en el 

documento en idioma distinto al español.

El medio fue ofrecido como prueba del derecho holandés, 

con el objeto de acreditar la legalidad y viabilidad de la estructura 

presentada, así como su debida implementación y efectos, 
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respecto del cual los quejosos, acompañaron su traducción al 

español, realizada por perito traductor, conforme con el artículo 

113 de la Ley Federal de Competencia Ecoómica.

Es un elemento aportado por la ciencia, con fundamento 

en los artículos 84 y 121 de la Ley Federal de Competencia n y 

197 del Código Federal de Procedimientos Civiles, en términos del 

93, fracción VII, y 188 del citado código, y tiene el valor que 

otorgan los numerales 197, 207, 210 y 217 del mismo.

Razonamiento probatorio sobre la eficacia del elemento 

aportado por la ciencia:

Se reserva para valorar su traducción.

c) Documental privada.

Traducción al idioma español de "la opinión emitida por el 

despacho holandés *** ****** ****, respecto de la estructura 

de [******]".

Es una documental privada, según los artículos 83, 85 y 

87, fracción I, de las Disposiciones Reglamentarias de la Ley 

Federal de Competencia Económica, así como 93; fracción III y 

133 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria a la Ley Federal de Competencia Económica, y tiene el 

valor que otorgan los numerales 197, 203, 204, 209 y 217 del 

referido código.

El medio fue ofrecido con el objeto de demostrar la 

legalidad y viabilidad de la estructura presentada por los quejosos.

Razonamiento probatorio sobre la eficacia de la 

documental privada:
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No se demuestra la pericia en derecho holandés de la 

persona que lo emite, puesto que no cumple con los 

requisitos del artículo 97 de las Disposiciones 

Reglamentarias de la Ley Federal de Competencia 

Económica.

En su idioma original fue presentada como copia 

simple.

Su autoría se refiere a diversos documentos a la vista, 

pero dicha documentación no fue adjuntada a la 

misma; por lo que, la Comisión Federal de 

Competencia Económica, no tiene la certeza de que 

los documentos que sirvieron para emitir dicha opinión 

sean los mismos que fueron presentados a la 

Comisión mediante el escrito de cierre.

Señala que bajo ciertas circunstancias un tribunal 

neerlandés puede ordenar que la cesión de acciones 

de ********* o la cesión de acciones de ******, se 

reviertan.

En suma, la opinión reconoce que la estructura no elimina 

la preocupación surgida a partir del procedimiento de 

investigación, puesto que no se erradica la posibilidad de que se 

pueda llegar a actualizar el supuesto en que  *****  ****** 

constituya y ejerza las garantías sobre las acciones de  ******, 

derivadas del contrato de crédito I.

En conclusión, la prueba no tiene el alcance probatorio 

pretendido por sus oferentes, dado que de ésta no se desprende 

que la estructura presentada desvincule de manera total y 

permanente las acciones de  ****** o  ****** al contrato de 

crédito I, pues, de la propia opinión se aprecia que bajo ciertas 
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circunstancias (por ejemplo, en caso de violación de contrato, 

error, fraude o coacción), la estructura podría revertirse. En este 

sentido, existe la posibilidad de que  *****  ******* a través de 

algún procedimiento legal pueda constituir y ejercer las garantías 

del contrato de crédito I y revertir la operación.

d) Copia simple o impresión.

Documento de "[...] traducción de los artículos del Código 
Civil holandés [...]"

El medio de convicción fue ofrecido con el objeto de 

acreditar que la estructura presentada cumple en su totalidad los 

compromisos.

La Comisión consideró que el documento consiste en una 

traducción que se presume es una parte del código civil 

neerlandés.

Es un elemento aportado por la ciencia, con fundamento 

en los artículos 84 y 121 de la LFCE y 197 del CFPC, en términos 

del 93, fracción VII y 188 del CFPC, y tiene el valor que otorgan 

los numerales 197, 207, 210 y 217.

Razonamiento probatorio sobre la eficacia del elemento 

aportado por la ciencia:

Es un indicio, tratándose de la existencia del código 

civil neerlandés que reglamenta la figura de la 

fundación "stichting", pero no cumple con los 

requisitos que establece el artículo 217 del CFPC, 

como la certificación que acredite el lugar, tiempo y 

circunstancias en que fueron impresos o 

reproducidos.
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El derecho extranjero es objeto de prueba, de 

conformidad con el artículo 86 Bis del CFPC, de 

aplicación supletoria a la LFCE, en tanto que la 

autoridad debe aplicar el derecho extranjero tal como 

lo harían los jueces y/o tribunales del Estado cuyo 

derecho resulte aplicable, no sin antes ser probado.

La carga de la prueba correspondía a los 
quejosos, quienes debieron allegar a la autoridad el 

derecho extranjero invocado y proporcionar 

elementos de donde pueda deducirse texto, 

vigencia, sentido y alcance de ese derecho, para 

que la Comisión estuviera en aptitud y, de estimarlo 

necesario, pudiera valerse de informes oficiales, a 

través del Servicio Exterior Mexicano o de las 

convenciones en que el Estado mexicano sea parte, 

para corroborar con exactitud los datos 

proporcionados por las partes, a fin de dar certeza 

jurídica a sus determinaciones.

La prueba carece de valor probatorio pleno, pues 

no se adminicula con otros elementos, como 

pudieron ser copia certificada de textos legales con 

indicación de su vigencia o precedentes judiciales; o 

prueba pericial consistente en dictámenes de 

abogados o expertos en la materia.

La Comisión Federal de Competencia Económica 
asume que no está obligada a conocer el 
derecho extranjero, toda vez que no puede exigirse 

a la autoridad que tenga conocimiento en derecho 

neerlandés.

Las autoridades y tribunales mexicanos no son 
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aplicadores de las leyes extranjeras, motu proprio, 

y, por ende, el derecho extranjero no puede ocupar 

la misma posición procesal que el derecho nacional, 

sino que se equipara al de hechos cuestionados.

La equiparación del derecho extranjero al hecho 
como objeto de prueba, equivale a exigir alegación 

y prueba del derecho extranjero, con sus 

implicaciones propias, como requisitos 

normativamente previstos para su análisis.

Las partes no cumplieron la carga de la prueba, 

porque no acreditaron el texto, vigencia, sentido y 

alcance del derecho extranjero que pretenden 

demostrar.

Es un indicio sobre la reglamentación de la 
figura de la fundación "stichting" en el código 
civil neerlandés; más no demuestra que la 

estructura de los quejosos cumpla los compromisos, 

ni que ***** ****** no pueda constituir y ejercer las 

garantías del contrato de crédito I, sobre las 

acciones de ****** y/o ******.

Tesis aisladas invocadas como sustento en las 

consideraciones de la Comisión Federal de 

Competencia Económica, y sus porciones originales 

subrayadas:

“DERECHO EXTRANJERO. SU DEMOSTRACIÓN EN 
JUICIO CORRESPONDE A LAS PARTES, Y AL 
TRIBUNAL MEXICANO LA POTESTAD DE VERIFICAR 
SU TEXTO, VIGENCIA, SENTIDO Y ALCANCE, PARA 
LO CUAL DEBE ATENDERSE A LAS CONVENCIONES 
INTERNACIONALES EN LAS QUE EL ESTADO 
MEXICANO HA SIDO PARTE. Del examen sistemático de 
los artículos 14, fracción I, del Código Civil Federal y 86 bis 
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del Código Federal de Procedimientos Civiles, y de la 
exposición de motivos del decreto publicado el doce de 
enero de mil novecientos noventa y ocho, que adicionó el 
segundo de esos preceptos, se desprende precisada en 
forma clara la manera de aplicar el derecho extranjero por 
un tribunal mexicano, al señalar que el tribunal que 
conozca del asunto lo hará como lo harían los Jueces y 
tribunales del Estado cuyo derecho resulte aplicable, no 
sin antes ser probado en juicio; y respecto de este 
último punto, que corresponde a las partes allegar al 
Juez natural el derecho extranjero invocado y 
proporcionar los elementos de donde pueda deducirse 
el texto, vigencia, sentido y alcance de ese derecho, 
otorgando facultades al tribunal para que, de estimarlo 
necesario, pueda valerse de informes oficiales a través 
del Servicio Exterior Mexicano o de las convenciones 
en que el Estado mexicano sea parte, para corroborar 
con exactitud los datos que preceden, a fin de dar 
certeza jurídica a sus determinaciones. Además, de la 
citada exposición de motivos se advierte que el legislador 
incorporó al Código Federal de Procedimientos Civiles 
normas generales de orden internacional que forman parte 
del sistema jurídico mexicano, en términos del artículo 133 
de la Constitución Federal, con el fin de facilitar la 
aplicación del derecho extranjero en el país, al estimar que 
son insuficientes para regular adecuadamente las 
cuestiones del derecho internacional privado las 
disposiciones contenidas en ese código, lo que permite 
concluir que para la solución exacta de esas cuestiones y, 
en particular, para probar el derecho extranjero, debe 
atenderse a las convenciones internacionales que el 
Estado mexicano ha suscrito, al formar éstas parte del 
derecho nacional.”12

“DERECHO EXTRANJERO. PARA DEMOSTRARLO 
RESULTA APLICABLE LO DISPUESTO EN LA 
CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE PRUEBA E 
INFORMACIÓN ACERCA DEL DERECHO 
EXTRANJERO, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL VEINTINUEVE DE ABRIL DE MIL 
NOVECIENTOS OCHENTA Y TRES. De la interpretación 
sistemática de los artículos 14, fracción I, del Código Civil 
Federal; 86 bis del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, y de la exposición de motivos del decreto publicado 
el doce de enero de mil novecientos noventa y ocho, que 

12 Datos de localización. Registro digital: 187565, Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito, Novena Época, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.302 C, 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XV, Marzo de 
2002, página 1326, Tipo: Aislada.
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adicionó el segundo de esos preceptos, se desprende que 
para probar el derecho extranjero son atendibles las 
convenciones internacionales en donde México ha sido 
parte integrante, al formar éstas parte del derecho 
nacional, en términos de lo dispuesto en el artículo 133 
constitucional. Sobre el particular, destaca la Convención 
Interamericana sobre Prueba e Información acerca del 
Derecho Extranjero, firmada en Montevideo, Uruguay, el 
ocho de mayo de mil novecientos setenta y nueve, y 
publicada en el órgano oficial informativo de la Federación 
el veintinueve de abril de mil novecientos ochenta y tres, 
de cuyos artículos 1o. y 3o. se advierte la existencia de la 
cooperación entre los Estados-partes de ese convenio con 
la finalidad de obtener con mayor facilidad y menor tiempo 
los elementos de prueba idóneos e información acerca 
de un derecho extranjero de un país que tenga que 
aplicarse en otro, los elementos de prueba idóneos y la 
información acerca del derecho extranjero requerido 
para ser aplicado a un determinado caso, siendo éstos, 
entre otros de la misma naturaleza: a) El documento 
consistente en copia certificada de textos legales con 
indicación de su vigencia o precedentes judiciales; b) 
La prueba pericial consistente en dictámenes de 
abogados o expertos en la materia; y, c) Los informes 
del Estado requerido sobre el texto, vigencia, sentido y 
alcance legal de su derecho sobre determinados aspectos. 
Cabe destacar que los dos primeros presupuestos a 
probar están dirigidos a la parte que invoca el derecho 
extranjero, los que se estiman esenciales para que el 
Juez de instrucción tenga todos los elementos 
necesarios para establecer la forma de aplicación de 
las normas extranacionales, y el último está encauzado 
a las autoridades jurisdiccionales, quienes podrán 
solicitar los informes que ahí se refieren, según lo 
establecido en el citado artículo 86 bis del Código 
Federal de Procedimientos Civiles; no siendo este 
presupuesto determinante para acreditar el derecho 
extranjero y su aplicación, dado que es una potestad 
del órgano jurisdiccional ejercerla o no, según su 
arbitrio judicial.”13

“DERECHO EXTRANJERO. LOS TRIBUNALES 
NACIONALES ESTÁN EN APTITUD DE 
PRONUNCIARSE SOBRE SU APLICACIÓN. Cuando en 
un caso concreto sujeto a la potestad jurisdiccional, surge 

13 Datos de localización. Registro digital: 187245, Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito, Novena Época, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.303 C, 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XV, Abril de 
2002, página 1248, Tipo: Aislada.
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la necesidad de acudir a instituciones del derecho 
extranjero, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
1197 del Código de Comercio, la parte que invoque la 
existencia de normas extranacionales, debe probar su 
existencia y aplicabilidad al caso. De ahí que, una vez 
que se han introducido a la litis cuestiones vinculadas con 
esa normativa y acreditados los extremos cuya carga 
corresponde a los interesados, la autoridad judicial estará 
en aptitud de emitir el pronunciamiento procedente, pues 
por la peculiar naturaleza que corresponde al derecho 
extranjero, en cuya virtud no se presume su conocimiento 
por parte del juzgador nacional, pero que tampoco se 
considera como un aspecto fáctico más en la contienda 
entre las partes, deben justipreciarse las pruebas 
allegadas para tal efecto, como pueden ser los dictámenes 
emitidos por expertos en ese derecho, así como también 
invocándose el derecho extranjero, necesariamente habrá 
lugar a determinar su existencia y su relación con el caso 
nacional.”14

“DERECHO EXTRANJERO. NOCIÓN E IMPLICACIONES 
PROPIAS PARA SU APLICACIÓN. Por derecho 
extranjero se entiende el conjunto de normas y reglas 
jurídicas que no son nacionales del país donde deban 
aplicarse ni internacionales. La aplicación de reglas de 
conflicto nacionales tiene por resultado la designación de 
un derecho extranjero como aplicable a un caso concreto. 
A su vez, la aplicación de normas de derecho 
extranjero suele darse en dos niveles: el primero, en el 
momento de la aplicación de las reglas de conflicto; y, 
el segundo, en el momento del reconocimiento o ejecución 
de sentencias extranjeras y laudos arbitrales, sean 
internacionales o extranjeros. La aplicación de ese 
derecho extranjero sobre el territorio nacional plantea 
problemas jurídicos relativos a la autoridad de dicho 
derecho, a la prueba de su contenido y a las 
modalidades de su interpretación y aplicación. En lo 
que se refiere a los dos niveles de aplicación de ese 
derecho, debe observarse que únicamente en el 
primero puede hablarse de una estricta aplicación del 
derecho extranjero por el Juez nacional; en el segundo, 
se trata tan sólo de reconocer o dar ejecución a una 
decisión que ha sido emitida conforme a otro derecho; en 
este caso, el derecho extranjero ya ha sido aplicado por un 
Juez o árbitro extranjeros; es decir, se trataría de derechos 

14 Datos de localización. Registro digital: 2004208, Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito, Décima Época, Materia(s): Civil, Tesis: I.5o.C.37 C 
(10a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXIII, 
Agosto de 2013, Tomo 3, página 1634, Tipo: Aislada.
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adquiridos en el extranjero.”15

e) Hechos notorios.

Tienen fundamento en los artículos 84 y 121 de la Ley 

Federal de Competencia Económica y 197 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, y el valor probatorio que otorgan los 

numerales 93, fracciones II, III y VII, 129, 130, 133, 188, 200 a 

206, 209, 210 y 217 del citado código; en tanto que no tiene 

entidad propia, sino que dependen de las demás pruebas del 

incidental.

Razonamiento probatorio sobre la eficacia de los hechos 

notorios:

Las constancias de los expedientes incidental y 

principal no benefician a los quejosos, salvo en lo 

referente a la sanción.

v) Alegatos, páginas 16 a 49 de la resolución 
reclamada.

La Comisión Federal de Competencia Económica estimó 

que los alegatos quedaron atendidos en las consideraciones 

previas de la propia resolución incidental.   

vi) Acreditación del incumplimiento imputado, páginas 
49 y 50 de la resolución reclamada.

La Comisión hace un resumen de las consideraciones 

anteriores entre las obligaciones adquiridas y el incumplimiento de 

los quejosos:

15 Datos de localización. Registro digital: 2004209, Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito, Décima Época, Materia(s): Civil, Tesis: I.5o.C.38 C 
(10a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXIII, 
Agosto de 2013, Tomo 3, página 1635, Tipo: Aislada.
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A. Obligaciones. 

• Liquidar el contrato de crédito I; o

• Realizar una desinversión total en ******. 

B. Acciones tendentes al cumplimiento de los 
quejosos:

• No evidenciaron la acreditación de alguna de las dos 

opciones.

• Debieron plantear de manera previa la posibilidad de 

cumplimiento alterna.

• No demostraron haberse encontrado imposibilitados para 

el cumplimiento.

• No eliminaron de forma total o permanente la 

posibilidad de que ***** ****** constituya y ejerza las garantías 

del contrato de crédito I, sobre las acciones de  ****** y/o 

******.

• Subsiste la posibilidad que  ***** ejerza control o 

influencia sobre  ******, si  *****  ****** constituye y ejerce las 

garantías del contrato de crédito I.

• El esquema "alternativo" no permite descartar los riesgos 

advertidos en la resolución, ni garantiza la eliminación de 

cualquier vínculo que hubiera podido llegar a existir entre 

********** y ****** con motivo del contrato de crédito I.

• El esquema "alternativo" incorpora personas jurídicas con 
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atribuciones para manejar y administrar las acciones de ******, 

que no están vinculadas por la resolución.

• Existen lazos significativos entre la  *********  y 

********.

vii) Sanción, páginas 59 a 79 de la resolución 
reclamada.

La Comisión Federal de Competencia Económica hace 

depender la imposición de la sanción económica, de los siguientes 

elementos:

1. Participación del infractor en los mercados y tamaño.

Tamaño de mercado.

Participación de mercado.

2. Duración de la práctica o concentración.

3. Daño causado.

Estimación del daño potencial.

a. Estimación del daño potencial.

b. Cálculo del daño potencial.

Estimación del daño asociado al incumplimiento.

4. Afectación al ejercicio de las atribuciones de la Comisión 

Federal de Competencia Económica.

5. Indicios de intencionalidad.

6. Multa máxima y capacidad económica.

7. Imposición de la multa.

viii) Orden de cumplimiento a lo establecido por la 
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resolución, páginas 79 y 82 de la resolución reclamada.

La Comisión requiere los documentos e información que 

acredite el cumplimiento de los compromisos de los quejosos, en 
un plazo de seis meses.

Incluyendo el apercibimiento de multa como medida de 
apremio, con fundamento en el artículo 126, fracción I, de la Ley 

Federal de Competencia Económica, la imposición de medidas de 

apremio en términos de la fracción II de dicho artículo.

Asimismo, el apercibimiento de multa como sanción, 

por reincidencia, la imposición de multa de hasta por el doble de la 

que le correspondería, en términos de los párrafos cuarto y quinto 

del artículo 127 de la LFCE, sin perjuicio de responsabilidad penal.

En consecuencia, el Pleno de la Comisión Federal de 

Competencia Económica, en sesión de veinticinco de junio de dos 

mil veinte, en el expediente  *************** , declaró el 

incumplimiento de los quejosos a la resolución de doce de 

septiembre de dos mil dieciocho, dictada en el expediente *******

****; les impuso multa a cada uno por las cantidades de 

$************ (**** millones ****** ******* * ***** mil ********** 

******* * **** pesos con ********* centavos moneda nacional) y 

$************* (************ millones  ***********  ****  mil 

********** ********* * ***  pesos con treinta y ***** centavos de 

moneda nacional); y les ordenó su cumplimiento.

Este es el acto reclamado en el escrito inicial de 
demanda. 

Posteriormente, el Pleno de la Comisión Federal de 

Competencia Económica, el diecinueve de octubre dos mil 
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veinte, en el expediente  ***************, hizo efectivo el 

apercibimiento decretado, declaró el incumplimiento de los 

quejosos a la resolución de veinticinco de junio de dos mil 

veinte, e impuso multas a cada uno.

Asimismo, el Secretario Técnico de la Comisión 

Federal de Competencia Económica, el veintitrés de marzo 

de dos mil veintiuno, cuantificó el monto total de las multas 

impuestas como medida de apremio a que se hicieron 

acreedores los quejosos, a  ******  ************  *** 

$********** (**********  *******  *  ***** mil  *********** 

*********  *  *** pesos  **/100 moneda nacional) y a  **** 

******* ********* $******* (*** ************* ******* * ****  

pesos **/100 moneda nacional).

Estos son los actos reclamados en el escrito de 
ampliación de demanda. 

Esta Juzgadora estima que en el caso, se actualiza 

una violación al procedimiento, acaecida durante la 

tramitación del incidente de cumplimiento y ejecución en el 

expediente  ***************, cuyo estudio redunda en un 

mayor beneficio para los quejosos, en suplencia de la queja 

deficiente, de conformidad con lo previsto en el artículo 79, 

fracción VI, de la Ley de Amparo.

Suplencia de la queja deficiente.

La suplencia de la queja de los conceptos de violación 

formulados por los quejosos, procede con fundamento en el 

artículo 79, fracción VI, de la Ley de Amparo, en razón de 
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que, a criterio de la suscrita Jueza de Distrito, del análisis 

realizado al acto reclamado se advierte que existe una 

violación legal que los ha dejado sin defensa por transgredir 

el derecho al debido proceso por falta de reconocimiento en 

normas de rango constitucional (artículos 14 de la 

Constitución General y 8.1 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos).

Al respecto, el primer artículo establece:

“Artículo 79. La autoridad que conozca del juicio de 
amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos 
de violación o agravios, en los casos siguientes: 
(…)

VI. En otras materias, cuando se advierta que ha 
habido en contra del quejoso o del particular 
recurrente una violación evidente de la ley que lo haya 
dejado sin defensa por afectar los derechos previstos 
en el artículo 1o. de esta ley. En este caso la suplencia 
sólo operará en lo que se refiere a la controversia en el 
amparo, sin poder afectar situaciones procesales 
resueltas en el procedimiento en el que se dictó la 
resolución reclamada; 

(…)”

Así, se deduce de una interpretación a contrario sensu 

del artículo 107, fracción II, párrafos primero y cuarto, 

constitucional, en los que se establece que las sentencias 

que se pronuncien en los juicios de amparo solo se ocuparán 

de los quejosos que lo hubieren solicitado, limitándose a 

ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial 

sobre el que verse la demanda y, que la suplencia de la 

queja operará en los casos que dispone la ley secundaria.
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Lo que se advierte del citado precepto legal, que dice:

“Artículo 107. Las controversias de que habla el 
artículo 103 de esta Constitución, con excepción de 
aquellas en materia electoral, se sujetarán a los 
procedimientos que determine la ley reglamentaria, de 
acuerdo con las bases siguientes:

           (…)

II. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de 
amparo sólo se ocuparán de los quejosos que lo 
hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y 
protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el 
que verse la demanda. 
(…) 

En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia 
de los conceptos de violación o agravios de acuerdo 
con lo que disponga la ley reglamentaria.”

La excepción a este principio es la suplencia de la 

deficiencia de la queja, cuyos supuestos de procedencia los 

prevé el artículo 79 de la Ley de Amparo, la cual, consiste en 

examinar cuestiones no propuestas por el quejoso o 

recurrente en sus conceptos de violación o agravios, 

respectivamente.

Conforme al artículo 1º de la Constitución Federal, las 

autoridades, en el ámbito de sus competencias están 

obligadas a promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos establecidos en aquella y en los tratados 

internacionales de los que México sea parte.

De conformidad al artículo 103 constitucional, a las 

autoridades jurisdiccionales que conozcan del amparo les 

corresponde, en razón de sus funciones de impartición de 

justicia y conforme al objeto del citado juicio, proteger y 
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garantizar los derechos humanos en las controversias 

sometidas ante sí.

Así, cuando el juzgado advierta que la norma general, 

acto u omisión reclamada vulnera derechos humanos, debe 

abordar el estudio de esa violación, con independencia de 

que las partes invoquen o no dicha infracción en sus 

conceptos de violación, pues, de esta manera se favorece el 

acatamiento de los principios constitucionales y se resguarda 

el efecto útil del juicio de amparo como medio para proteger y 

garantizar los derechos fundamentales. 

Sin soslayar los presupuestos necesarios para suplir la 

deficiencia de argumentos, como la competencia del órgano, 

la procedencia del juicio y el respeto a la litis planteada.

           Lo considerado, encuentra sustento en la 

jurisprudencia J/3 (10a.), emitida por el Primer Tribunal 

Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava 

Región, visible en la página 1830, Libro XVIII, marzo de 2013, 

Tomo 3, de la Décima Época, Materia Común, con registro 

digital 2003160, del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, que establece:

“SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL 
JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CUANDO EL 
JUZGADOR ADVIERTA LA VIOLACIÓN DE 
DERECHOS HUMANOS. De acuerdo con el 
artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en su texto vigente a 
partir del once de junio de dos mil once, todas las 
autoridades, en el ámbito de sus competencias, están 
obligadas a promover, respetar, proteger y garantizar 
los derechos humanos establecidos en aquélla y en 
los tratados internacionales de los que el Estado 
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Mexicano sea parte, interpretando las normas relativas 
a esos derechos de conformidad con dichos 
ordenamientos (principio de interpretación conforme) 
favoreciendo en todo tiempo a las personas con la 
protección más amplia (principio pro homine). Lo 
anterior, acorde con los principios de 
interdependencia, indivisibilidad, universalidad y 
progresividad, de los cuales se advierte que los 
derechos humanos se interrelacionan y dependen 
recíprocamente unos de otros y tienen como origen 
común la dignidad humana, por lo cual no es 
procedente relegar algunos para conceder prioridad a 
otros ni puede existir jerarquía entre ellos, lo que 
significa que todos los derechos humanos deben ser 
objeto de protección sin distinción alguna. En atención 
a lo expuesto y de conformidad con el artículo 103 de 
la Carta Magna, a las autoridades jurisdiccionales que 
conozcan del amparo les corresponde con mayor 
énfasis, en razón de sus funciones de impartición de 
justicia y conforme al objeto del citado juicio, "proteger" 
y "garantizar" los derechos humanos en las 
controversias sometidas a su competencia. Por su 
parte, los artículos 8 de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos y 25, numeral 1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
establecen que toda persona tiene derecho a un 
recurso "efectivo" ante los tribunales competentes, que 
la amparen contra los actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución y esos 
instrumentos normativos. Asimismo, el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo en la 
tesis P. LXVII/2011 (9a.), de rubro: "CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN 
MODELO DE CONTROL DIFUSO DE 
CONSTITUCIONALIDAD.", que los Jueces están 
autorizados para realizar un control de 
convencionalidad "ex officio", esto es, con 
independencia de que las partes lo invoquen, pues 
dicha facultad no debe quedar limitada exclusivamente 
por las manifestaciones de los accionantes en cada 
caso concreto. En observancia de todo lo anterior, 
cuando el juzgador de amparo advierta que la norma 
general, acto u omisión reclamada de la autoridad 
responsable vulnera los derechos humanos del 
quejoso, debe abordar el estudio de esa violación, con 
independencia de que las partes invoquen o no dicha 
infracción en sus conceptos de violación o agravios, 
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pues de esta manera se favorece el acatamiento de 
los principios señalados y se resguarda el efecto útil 
del juicio de amparo como medio para proteger y 
garantizar los derechos fundamentales, sin soslayar, 
desde luego, los presupuestos necesarios para suplir 
la deficiencia de argumentos, tales como que el 
juzgador tenga competencia, que el juicio sea 
procedente y que se respete la litis planteada. Esta 
suplencia complementa la prevista en la Ley de 
Amparo, ya que revela mayores alcances en cuanto al 
sujeto, al proceder en favor de cualquier persona y no 
sólo en beneficio de determinados individuos, 
circunstancia que, sin embargo, no torna inoperante el 
beneficio regulado en dicha ley, pues éste reviste una 
protección más amplia en cuanto al objeto, debido a 
que no se limita a violaciones de derechos humanos 
en materia de constitucionalidad y convencionalidad, 
sino también de legalidad. Lo anterior deja entrever 
que si bien ambas clases de suplencia pueden 
concurrir en ciertos casos, en otros puede resultar 
procedente una u otra, de manera que la contemplada 
en la Ley de Amparo sigue teniendo plena eficacia en 
los supuestos que prevé.”

Es verdad que el juicio de amparo indirecto y la materia 

administrativa que envuelve el problema jurídico planteado, 

por regla general, se analiza bajo el principio de estricto 

derecho; sin embargo, esa afirmación no es absoluta, debido 

a que existen supuestos que pueden dar pauta a que el 

juzgado emprenda el estudio del caso, bajo la cobertura de la 

suplencia de la queja.

La suplencia de la queja deficiente en el amparo, 

opera cuando los conceptos de violación o agravios son 

imperfectos, ya sea por defecto en los argumentos o ante la 

ausencia de éstos, lo que implica integrar o remediar una 

disconformidad de los conceptos de agravios, lo cual puede 

ocurrir en dos situaciones:
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           1. La existencia de motivos de disconformidad 

dirigidos a mostrar la ilegalidad del acto recurrido, pero que 

no son totalmente idóneos en fundamentos y motivos, para 

llevar a conceder la protección constitucional.

           2. La inexistencia de algún planteamiento que el 

órgano jurisdiccional, como la autoridad encargada de aplicar 

el derecho, tiene conocimiento que llevaría a conceder la 

protección constitucional.

Lo anterior, se deduce del criterio orientador, 

consistente en la  jurisprudencia II.1o.A. J/2 K (11a.), 

sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en materia 

Administrativa del Segundo Circuito, visible en la página 

2910, Libro 9, enero de 2022, Tomo IV, Undécima Época, 

Materia Común, con registro digital 2024049, de la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, que expresa:

“SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL 
AMPARO. OPERA CUANDO LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN O AGRAVIOS SON IMPERFECTOS, YA 
SEA POR DEFECTO EN LOS ARGUMENTOS O 
ANTE LA CARENCIA TOTAL DE UNA 
DISCONFORMIDAD QUE BENEFICIARÍA AL 
INTERESADO. Hechos: Diversas personas físicas 
promovieron juicio de amparo indirecto e inconformes 
con los acuerdos del Juez de Distrito, en relación con 
sus escritos de demanda, interpusieron recurso de 
queja. Asimismo, otra persona física, al estimar que 
resultaba adversa la resolución definitiva dictada en el 
recurso de revisión que interpuso ante el Tribunal de 
Justicia Administrativa del Estado de México, promovió 
juicio de amparo directo. No obstante, los argumentos 
que hicieron valer los promoventes requieren 
integrarse debidamente para establecer los 
fundamentos y motivos que lleven a demostrar la 
razón de su queja. Criterio jurídico: Este Tribunal 
Colegiado de Circuito determina que opera la 
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suplencia de la queja deficiente en el amparo cuando 
los conceptos de violación o agravios son imperfectos, 
ya sea por defecto en los argumentos o ante la 
ausencia de éstos, por lo que el órgano jurisdiccional 
tiene la obligación, en el primer supuesto, de integrar 
lo que le faltó y, en el segundo, de remediar la 
carencia total de una disconformidad que beneficiaría 
a la parte inconforme. Justificación: Lo anterior, porque 
en el primer párrafo del artículo 79 de la Ley de 
Amparo se establece la obligación de los órganos 
jurisdiccionales de amparo, de suplir la queja 
deficiente de los conceptos de violación o agravios. 
Ahora bien, conforme al Diccionario de la Lengua 
Española de la Real Academia Española, "suplir" 
significa "integrar lo que falta en algo o remediar la 
carencia de ello", en tanto que la acción de "quejarse" 
es "manifestar disconformidad con algo o alguien" y, 
finalmente, "deficiencia" implica "imperfección", esto 
es, "falta o defecto de algo". Así, suplir la queja 
deficiente implica integrar o remediar una 
disconformidad de los conceptos de violación o 
agravios, cuando sean imperfectos, por falta o defecto 
en sus argumentos. Luego, tratándose de la suplencia 
de la queja deficiente pueden ocurrir dos situaciones: 
1. Que sí existan motivos de disconformidad, dirigidos 
a mostrar la ilegalidad de la resolución que se recurre, 
pero que no son totalmente idóneos, en fundamentos y 
motivos, para llevar a conceder la protección 
constitucional, o modificar o revocar la resolución 
recurrida; y, 2. Que no exista algún planteamiento que 
el órgano jurisdiccional, como la autoridad encargada 
de aplicar el derecho, tiene conocimiento que llevaría a 
conceder la protección constitucional, a modificar o a 
revocar la resolución recurrida, en los supuestos que 
marca la propia Ley de Amparo, por haberse violado, 
en perjuicio de la parte quejosa o recurrente, las 
normas constitucionales o legales, sustantivas o 
adjetivas, que llevaron a transgredir sus derechos. 
Consecuentemente, en el primer caso, el órgano 
jurisdiccional de amparo deberá integrar lo que le faltó 
al quejoso, esto es, a los conceptos de violación o 
agravios, en tanto que, en el segundo, deberá 
remediar la carencia total de una disconformidad que 
le beneficiaría.”

El caso encuadra en el segundo supuesto de 
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suplencia de la queja deficiente.

Esto es así, porque dentro de las constancias que 

integraron el incidente de origen, se encuentran documentos 

en idioma extranjero, cuya traducción es parcial a español, la 

que se estima insuficiente para generar certeza y seguridad 

jurídica, a fin de conocer los alcances de la fundación 

"stichting", en su caso, el contrato al que es análogo en el 

derecho mexicano, y en consecuencia, determinar el 

cumplimiento o no, de las obligaciones de los quejosos.

Al emitir el acto reclamado, tal y como se aprecia de la 

exposición de su estructura formal a la que se hizo referencia 

en párrafos precedentes, la Comisión Federal de 

Competencia Económica evidenció los motivos por los que 

las diversas obligaciones, no se cumplieron; se reitera:

Obligaciones a cumplir:

• Liquidar el contrato de crédito I; o

• Realizar una desinversión total en ******. 

Actos tendentes al cumplimiento:

• Los quejosos no evidenciaron la acreditación de 

alguna de las dos opciones.

• Los quejosos debieron plantear de manera previa la 

posibilidad de cumplimiento alterna.
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• Los quejosos no demostraron haberse encontrado 

imposibilitados para el cumplimiento.

• Los quejosos no eliminaron de forma total o 

permanente la posibilidad de que  *****  ****** constituya y 

ejerza las garantías del contrato de crédito I, sobre las 

acciones de ****** y/o ******.

• Si ***** ****** constituyera y ejerciera las garantías 

del contrato de crédito I,  ***** podría ejercer control o 

influencia sobre ******.

 

• El esquema "alternativo" que propusieron los 

quejosos no permite descartar los riesgos advertidos en la 

resolución ni garantiza la eliminación de cualquier vínculo que 

hubiera podido llegar a existir entre  ********** y  ****** 

con motivo del contrato de crédito I.

• El esquema "alternativo" incorpora personas jurídicas 

con atribuciones para manejar y administrar las acciones de 

******, que no están vinculadas por la resolución.

• Existen lazos significativos entre la  ********* y 

********.

Para arribar a esa conclusión, la Comisión Federal 
de Competencia Económica indebidamente impuso la 
carga procesal de la prueba del derecho extranjero a los 
quejosos, de forma absoluta y excluyente.

Se dice esto, porque la debida interpretación de las 

reglas que aplican a las cargas probatorias, conduce a 
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estimar que la Comisión Federal de Competencia Económica 

en expresión y ejercicio de su facultad cuasi-jurisdiccional, 
debe conceder a las partes la posibilidad de ofrecer todas las 

pruebas que sean idóneas para acreditar los hechos que 

afirmen y que guarden relación con la controversia.

Sin embargo, apoyada en el artículo 86 Bis, del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, aplicable por analogía al 

caso, se estima que resulta necesaria para la Comisión la 

información sobre la regulación de la fundación "stichting", 

con que los quejosos pretenden dar cumplimiento a la 

resolución.

Esto, no solo porque la Comisión no es perito en 

derecho extranjero, sino porque en la materia del incidente de 

origen resulta relevante considerar que los fenómenos 

económicos tienen una connotación jurídica que se ha ido 

construyendo a partir de las experiencias internacionales.

En esa medida, el dictado de las decisiones de los 

órganos reguladores, no puede realizarse soslayando a lo 

que ocurre en otras latitudes; de ahí la irracionalidad de los 

méritos, en esta parte, del acto reclamado.

Del contenido de la resolución reclamada en sus fojas 

44 y 45, se advierte:

“d) Copia simple o impresión de una "[...] traducción 

de los artículos del Código Civil holandés

           [...]”.
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El medio de convicción referido fue ofrecido con la 

finalidad de acreditar que la estructura presentada 

cumple en su totalidad los compromisos contenidos en 

la RESOLUCIÓN. Dicho documento esencialmente 

consiste en una traducción que se presume es una 

parte del código civil neerlandés.

Al respecto, con fundamento en los artículos 84 y 121 

de la LFCE y 197 del CFPC, al ser presentada en 

copia simple dicha prueba constituye un elemento 

aportado por la ciencia en términos de los artículos 93, 

fracción VII y 188 del CFPC, por lo que se le da el 

valor que le otorgan los artículos 197, 207, 210 y 217 

de ese ordenamiento.

Al tratarse de copias simples o impresiones, se 

considera que dicha prueba constituye únicamente un 

indicio sobre la existencia del código civil neerlandés 

que reglamenta la figura de la fundación "stichting", 

toda vez que no cumplen con los requisitos que 

establece el artículo 217 del CFPC, como la 

certificación que acredite el lugar, tiempo y 

circunstancias en que fueron impresos o reproducidos. 

De conformidad con el artículo 86 Bis del CFPC, de 

aplicación supletoria a la LFCE, la autoridad que 

conozca del asunto debe aplicar el derecho extranjero 

tal como lo harían los jueces y/o tribunales del Estado 

cuyo derecho resulte aplicable, no sin antes ser 
probado.

Al respecto, correspondía a  ****** y  ******** 
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allegar a esta autoridad el derecho extranjero invocado 

y proporcionar elementos de donde pueda deducirse 

texto, vigencia, sentido y alcance de ese derecho, esta 

autoridad estuviera en aptitud y, de estimarlo 

necesario, pudiera valerse de informes oficiales a 

través del Servicio Exterior Mexicano o de las 

convenciones en que el Estado mexicano sea parte, 

para corroborar con exactitud los datos 

proporcionados por las partes, a fin de dar certeza 

jurídica a sus determinaciones. Es decir, dicha prueba 

debió adminicularse con otros elementos para tener 

valor probatorio pleno, como lo pudieron ser copia 

certificada de textos legales con indicación de su 

vigencia o precedentes judiciales; o prueba pericial 

consistente en dictámenes de abogados o expertos en 

la materia. Lo anterior, toda vez que no puede exigirse 

a esta autoridad que tenga conocimiento en derecho 

neerlandés, puesto que las autoridades y tribunales 

mexicanos no son, motu proprio, órganos aplicadores 

de las leyes extranjeras y, por ende, el derecho 

extranjero no puede ocupar la misma posición 

procesal que el derecho nacional, sino que se 

equipara al de hechos cuestionados. Tal equiparación 

equivale a exigir alegación y prueba del derecho 

extranjero, con sus implicaciones propias, como 

requisitos normativamente previstos para su análisis. 

En conclusión, las partes no acreditaron el texto, 

vigencia, sentido y alcance del derecho extranjero que 

pretenden demostrar.

Sirven de apoyo las siguientes tesis aisladas: 
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“DERECHO EXTRANJERO. SU DEMOSTRACIÓN EN 

JUICIO CORRESPONDE A LAS PARTES, Y AL 

TRIBUNAL MEXICANO LA POTESTAD DE 

VERIFICAR SU TEXTO, VIGENCIA, SENTIDO Y 

ALCANCE, PARA LO CUAL DEBE ATENDERSE A 

LAS CONVENCIONES INTERNACIONALES EN LAS 

QUE EL ESTADO MEXICANO HA SIDO PARTE. (Se 

transcribe)” Tesis I.3o.C.302 C; 9a. Época; Tribunales 

Colegiados de Circuito; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XV, 

marzo de 2002; Página 1326; Registro número 

187565; “DERECHO EXTRANJERO. PARA 

DEMOSTRARLO RESULTA APLICABLE LO 

DISPUESTO EN LA CONVENCIÓN 

INTERAMERICANA SOBRE PRUEBA E 

INFORMACIÓN ACERCA DEL DERECHO 

EXTRANJERO, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 

DE LA FEDERACIÓN EL VEINTINUEVE DE ABRIL 

DE MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y TRES. (Se 

transcribe)” Tesis I.3o.C.303 C; 9a. Época; Tribunales 

Colegiados de Circuito; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XV, 

abril de 2002; Página 1248; Registro número 187245; 

“DERECHO EXTRANJERO. LOS TRIBUNALES 

NACIONALES ESTÁN EN APTITUD DE 

PRONUNCIARSE SOBRE SU APLICACIÓN.  (Se 

transcribe)” Tesis I.5o.C.37 C (10a.); 10a. Época; 

Tribunales Colegiados de Circuito; S.J.F. y su Gaceta; 

Libro XXIII, Agosto de 2013, Tomo 3; Página 1634; 

Registro número 2004208; “DERECHO 

EXTRANJERO. NOCIÓN E IMPLICACIONES 

PROPIAS PARA SU APLICACIÓN. (Se transcribe)” 

Registro número 2004209; Tesis I.So.C.38 C (10a.); 
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10a. Época; Tribunales Colegiados de Circuito; S.J.F. 

y su Gaceta; Libro XXIII, Agosto de 2013, Tomo 3, 

Página 1635.”

Ahora bien, es verdad que obra copia simple o 

impresión de la opinión emitida por el despacho *** ****** 

****, respecto de la estructura de  ******, contenido en el 

documento en idioma distinto al español, así como su 

traducción parcial al idioma español.

 Sin embargo, pese a la anotación que existe sobre "la 

opinión emitida por el despacho holandés *** ****** ****, 

respecto de la estructura]"; este juzgado considera que no 
existe certeza sobre la identidad jurídica de la figura 
neerlandesa con alguna a la que se le equipare en el 
derecho nacional, pues, para ello era necesario el 

conocimiento del código civil neerlandés que reglamenta la 

figura de la fundación "stichting".

Dicho medio de prueba, únicamente contiene los 

siguientes apartados:

“Introducción 

Preguntas y respuestas

1. Explicación adicional en términos de la legislación 

neerlandesa en relación con la figura de la fundación, su 

naturaleza, efectos y consecuencias.

2. Confirmar que, de conformidad con la legislación 

neerlandesa, las acciones de ********** son irrevocables.
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3. Explique a detalle la diferencia entre los derechos 

corporativos y económicos que se derivan de la fundación: 

¿cómo obtiene el beneficiario los derechos económicos? 

Explique a detalle la cadena que se sigue para la entrega de 

los beneficios económicos, la forma en la que llegan al resto 

de las empresas e incluso al pago del empréstito.

4. Demuestre jurídicamente cómo es que la fundación 

rompe de manera total y definitiva el vínculo entre ****** y 

*** y las acciones de  ****** y que no tendrán control o 

influencia sobre las mismas.

5. A quién le rinde cuentas el Protector, qué 

obligaciones y/o responsabilidades tiene (en general y 

particularmente en la estructura).

6. En caso de que el Protector no cumpliera con el 

objeto de la estructura, qué acciones se podrían ejercer en su 

contra y quién podría ejercerlas.

7. Existen acciones de reversión o que pudieran dar 

como resultado una reversión.

8. Opinión y justificación, de conformidad con la 

legislación neerlandesa, en el sentido de que la venta a 

********** es definitiva, aunque el precio no se haya 

determinado todavía.

9. ¿Puede el protector designar a un nuevo 

beneficiario?
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10. ¿El protector ya ha designado a los vocales del 

consejo de la fundación? ¿Quiénes son? ¿Cómo influye el 

Protector sobre del Consejo?

11. ¿De conformidad con qué reglamentos puede o 

debe el consejo desempeñar sus principales funciones? 

¿Qué reglamentos se aplican a la fundación? ¿Cuáles son 

los requisitos para ser consejero?

12. Uno de los fines de la fundación es constituir un 

fideicomiso. ¿Ya se ha constituido? ¿Cuáles son sus fines y 

normas de operación?

13. Contrato de pignoración ¿Existe una pignoración? 

Explique a detalle sus partes.

14. ¿Cuáles son los efectos que pueden surgir por 

tener la fundación? ¿Se ha utilizado como una herramienta 

en procedimientos antimonopolio, probablemente para 

realizar desinversiones impuestas como condiciones en 

procedimientos antimonopolio?

15. Explique la estructura en caso de que se realice la 

venta de ****** y cómo esta hipótesis es independiente del 

cumplimiento, así como el hecho de que, en caso de que la 

venta se realice, será necesario que la Comisión Federal de 

Competencia Económica tenga conocimiento de la 

operación.”

Lo anterior, evidencia que la probanza que nos ocupa, 
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no aporta elementos suficientes sobre el conocimiento 

específico de la figura jurídica de la regulación de la 

fundación   "stichting"; de ahí que, si bien la Comisión Federal 

de Competencia Económica no tiene la obligación de conocer 

el derecho extranjero, en general, sí es parte de sus 

facultades probatorias, allegarse de los elementos necesarios 

para resolver el caso sometido a su potestad.

Apoya lo estimado, por analogía, la jurisprudencia 

número 17/97, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, consultable en la página 108, Tomo 

V, febrero de 1997, Novena Época, del Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, que señala:

“PRUEBAS Y ACTUACIONES PROCESALES. EL 
JUZGADOR DE AMPARO DEBE ALLEGÁRSELAS 
CUANDO LAS ESTIME NECESARIAS PARA 
RESOLVER EL ASUNTO.- De conformidad con lo 
dispuesto en el último párrafo del artículo 78 de la Ley 
de Amparo, el Juez de Distrito deberá recabar 
oficiosamente pruebas que, habiendo sido rendidas 
ante la responsable, no obren en autos y estime 
necesarias para la resolución del asunto. De acuerdo 
con esta regla y atendiendo a la necesidad de 
encontrar la verdad material sobre la formal que tuvo 
en cuenta el legislador, debe estimarse que la reforma 
que sustituyó la palabra ‘podrá’ por ‘deberá’, se 
encaminó a atenuar el principio general contenido en 
el tercer párrafo del artículo 149 del citado 
ordenamiento, pues por virtud de la misma ya no 
corresponde exclusivamente a las partes aportar las 
pruebas tendientes a justificar las pretensiones 
deducidas en los juicios de garantías, sino también al 
Juez de Distrito para allegar de oficio todos los 
elementos de convicción que habiendo estado a 
disposición de la responsable, estime necesarios para 
la resolución del amparo, circunstancia de necesidad 
que no debe quedar al libre arbitrio del Juez, sino que 
debe calificarse tomando en cuenta la estrecha 
vinculación que la prueba o la actuación procesal 
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tienen con el acto reclamado, de tal modo que de no 
tenerse a la vista aquéllas sería imposible resolver 
conforme a derecho sobre la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad del acto. Asimismo, no puede 
estimarse que la obligación a que se refiere el artículo 
78 de la Ley de Amparo, pugne con lo dispuesto por el 
numeral 149, pues la aplicación de aquel precepto se 
actualiza cuando la autoridad reconoce en su informe 
la existencia del acto sosteniendo únicamente su 
legalidad, que es una situación diversa a la presunción 
de certeza que opera por la falta de informe, en cuyo 
caso corresponde al quejoso la carga de la prueba 
cuando el acto reclamado no sea violatorio de 
garantías en sí mismo, sino que su constitucionalidad 
o inconstitucionalidad dependa de los motivos, datos o 
pruebas en que se haya fundado el propio acto.”

Asimismo, es aplicable en lo conducente, la tesis 

XLV/97, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en la página 103, Tomo V, 

abril de 1997, Novena Época, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, que prevé

“VIOLACIÓN PROCESAL. SI EN EL JUICIO DE 
AMPARO SE ACREDITÓ LA EXISTENCIA DEL 
ACTO RECLAMADO, PERO NO SE TUVO A LA 
VISTA EL DOCUMENTO QUE LO CONTIENE, 
CUYOS TÉRMINOS TRASCIENDEN AL 
RESULTADO, EL JUEZ DEBE RECABARLO, Y SI 
NO LO HIZO, PROCEDE ORDENAR LA 
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO.- Si de los 
términos del documento que contiene el acto 
reclamado depende el sentido de la sentencia que se 
dicte en el juicio de amparo, el Juez debe ejercer la 
facultad que le otorga el artículo 78, último párrafo, de 
la ley de la materia y recabar oficiosamente dicha 
prueba a fin de que pueda ser justipreciada y, de este 
modo, estar en posibilidad de pronunciar la sentencia 
respectiva con pleno conocimiento de los hechos 
controvertidos, pues el objeto del juicio es encontrar la 
verdad material sobre la formal. Por tanto, cuando 
existe la certeza de la existencia del acto reclamado 
(por así haberlo reconocido la autoridad al rendir el 
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informe justificado), pero la responsable no exhibe el 
documento donde consta, el Juez no actúa conforme a 
derecho si dicta sentencia partiendo del supuesto de 
que en autos no se acreditaron los términos de dicho 
acto, debiendo ordenarse la reposición del 
procedimiento para que recabe la documental y 
resuelva lo que en derecho proceda.” 

Es pertinente, hacer referencia a lo establecido en la 

Convención Interamericana sobre Prueba e Información 

acerca del Derecho Extranjero, publicada en el Diario Oficial 

de la Federación en veintinueve de abril de mil novecientos 

ochenta y tres.

Instrumento aprobado por la Cámara de Senadores 

del Congreso de la Unión, el diez de diciembre de mil 

novecientos ochenta y dos, según Decreto publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el trece de enero de mil 

novecientos ochenta y tres, el cual, en lo que interesa, dice:

“Artículo 2
Con arreglo a las disposiciones de esta Convención, 

las autoridades de cada uno de los Estados-Partes 

proporcionarán a las autoridades de los demás que lo 

solicitaren, los elementos probatorios o informes sobre 

el texto, vigencia, sentido y alcance legal de su 

derecho”.

“Artículo 3
La cooperación internacional en la materia de que se 

trata esta Convención se prestará por cualquiera de 

los medios de prueba idóneos previstos, tanto por la 

ley del Estado requirente, como por la del Estado 

requerido.
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Serán considerados medios idóneos a los efectos de 

esta Convención, entre otros, los siguientes:

a. La prueba documental, consistente en copias 

certificadas de textos legales con indicación de su 

vigencia, o precedentes judiciales;

b. La prueba pericial, consistente en dictámenes de 

abogados o expertos en la materia;

c. Los informes del Estado requerido sobre el texto, 

vigencia, sentido y alcance legal de su derecho sobre 

determinados aspectos”.

“Artículo 4
Las autoridades jurisdiccionales de los Estados-Partes 

en esta Convención podrán solicitar los informes a que 

se refiere el inciso c) del artículo 3.

Los Estados-Partes podrán extender la aplicación de 

esta Convención a la petición de informes de otras 

autoridades.

Sin perjuicio de lo anterior serán atendibles las 

solicitudes de otras autoridades que se refieran a los 

elementos probatorios indicados en los incisos a) y b) 

del artículo 3”.

“Artículo 6
Cada Estado-Parte quedará obligado a responder las 

R
osalba B

alderas Á
lvarez

70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.f5.44
05/01/24 17:45:45

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



70

consultas de los demás Estados-Partes conforme a 

esta Convención, a través de su autoridad central, la 

cual podrá transmitir dichas consultas a otros órganos 

del mismo Estado.

El Estado que rinda los informes a que alude el 

artículo 3 (c) no será responsable por la opinión 

emitida ni estará obligado a aplicar o hacer aplicar el 

derecho según el contenido de la respuesta 

proporcionada.

El Estado que recibe los informes a que alude el 

artículo 3 (c) no estará obligado a aplicar o hacer 

aplicar el derecho según el contenido de la respuesta 

recibida”.

Respecto del tópico que nos ocupa, el acto reclamado 

se apoyó en el criterio que a continuación se indica, el cual se 

invoca por analogía y por identidad de razón, que consiste en 

la tesis I.3o.C.303 C, emitida por el Tercer Tribunal Colegiado 

en Materia Civil del Primer Circuito, publicada en la página 

1248, Tomo XV, abril de 2002, Novena Época, Materia Civil, 

con registro 187245, del Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, que se identifica bajo el epígrafe: “DERECHO 
EXTRANJERO. PARA DEMOSTRARLO RESULTA 
APLICABLE LO DISPUESTO EN LA CONVENCIÓN 
INTERAMERICANA SOBRE PRUEBA E INFORMACIÓN 
ACERCA DEL DERECHO EXTRANJERO, PUBLICADA EN 
EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 
VEINTINUEVE DE ABRIL DE MIL NOVECIENTOS 
OCHENTA Y TRES.”
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Ello, es congruente cuando los autores citados por 

Hernando Devis Echandía, en su obra “Teoría General de la 

Prueba Judicial”, Tomo I, Sexta Edición, Editorial Temis, 

Colombia, Bogotá, 2002, páginas 147, 185, 187, 189 y 191, 

tratan que el “objeto de la prueba son los hechos, no el 

derecho, salvo que se trate del derecho extranjero” (Antonio 

Rocha); “el juez puede utilizar otras fuentes de conocimiento 

distintas de las pruebas aportadas por las partes” 

(Rosenberg).

Que, atendiendo al principio que impone al juez el 

deber de conocer las normas jurídicas, “tratándose del 

derecho escrito de un país, no tiene excepción alguna” 

(Aragoneses).

De la obligación de aplicar oficiosamente la norma, “se 

exceptúan aquellas que deben ser aplicadas por el juez, si 

resultan probadas, pero que no está obligado a conocer, esto 

es, las normas consuetudinarias y las normas extranjeras"; 

pero inmediatamente agrega: “en cuanto a estas normas, el 

juez puede valerse de su conocimiento privado, cuando lo 

posea" (Chiovenda).

Por tanto, una vez que lo conoce por investigaciones 

privadas, entonces debe aplicarlo, sin que sea necesaria su 

prueba en el proceso, lo cual, implica que con mayor razón, 

goza de facultad inquisitiva para ordenar pruebas 

oficiosamente.

Los razonamientos expuestos, llevan a concluir que no 

existen en el expediente incidental, las normas de dicho país, 
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que permita a la Comisión Federal de Competencia 

Económica verificar plenamente la medida en que la 

regulación de la fundación "stichting", colma los compromisos 

de los quejosos.

La omisión de tener en cuenta dicha normatividad 

trascendió al sentido de la resolución reclamada, en perjuicio 

de los quejosos; porque la distribución de la carga de la 

prueba, implicó la exclusión absoluta de las propias 

facultades de la Comisión Federal de Competencia 

Económica.

Lo que lleva a estimar, que no existe seguridad 

jurídica, respecto a que si los quejosos no evidenciaron la 

acreditación de alguna de las dos opciones.

Tampoco es evidente el conocimiento de si eliminaron 

de forma total o permanente la posibilidad de que  ***** 

****** constituya y ejerza las garantías del contrato de crédito 

I, sobre las acciones de uno de los quejosos y/o ******; que 

el esquema "alternativo" no permite descartar los riesgos 

advertidos en la resolución, ni garantiza la eliminación de 

cualquier vínculo que hubiera podido llegar a existir entre 

********** y ******, con motivo del contrato de crédito I, y 

sobre todo, la inexistencia de lazos significativos entre la 

Fundación "stichting" y el otro quejoso.

Bajo ese contexto, es necesario atender lo previsto en 

los artículos 81, 82, fracción I, y 86 Bis, del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley 

Federal de Competencia Económica, que por disposición de 
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su numeral 121, señala que en lo no previsto en esa Ley o en 

las Disposiciones Regulatorias, se aplicará supletoriamente 

dicho código, preceptos legales que expresan:

 “Artículo 81.- El actor debe probar los hechos 
constitutivos de su acción y el reo los de sus 
excepciones.”

“Artículo 82.- El que niega sólo está obligado a 
probar:

I.- Cuando la negación envuelva la afirmación 
expresa de un hecho;

(…).”

“Artículo 86 Bis.- El tribunal aplicará el derecho 
extranjero tal como lo harían los jueces o tribunales del 
Estado cuyo derecho resultare aplicable, sin perjuicio 
de que las partes puedan alegar la existencia y 
contenido del derecho extranjero.”

De las porciones normativas trasuntas, se aprecia en 

lo que interesa, que para la aplicación del derecho extranjero, 

el órgano jurisdiccional podrá allegarse de la información 

necesaria para conocer el texto, vigencia, sentido y alcance 

legal de ese derecho; sin perjuicio de que las partes aleguen 

su existencia y contenido.

De ahí que, en ejercicio de tal investigación, la 

Comisión Federal de Competencia Económica puede 

allegarse de informes oficiales, a través del Servicio Exterior 

Mexicano, admitir los medios de prueba que estime 

necesarias, sea que las aporten directamente las partes, y 

más aún, de manera oficiosa.

Por tanto, al violarse las formalidades del 
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procedimiento que rigen el incidente de origen, procede 

conceder a las quejosas, el amparo y la protección de la 

Justicia Federal solicitados, para que la Comisión Federal de 

Competencia Económica ordene la reposición del 

procedimiento del incidente de cumplimiento y ejecución en el 

expediente  ***************, y recabe oficiosamente las 

pruebas necesarias, para que en su oportunidad, esté en 

condiciones de determinar la satisfacción total, parcial o nula, 

del cumplimiento en cuestión.

Concesión, que se hace extensiva a los actos 

reclamados en ampliación de demanda, así como a cualquier 

otro acto que hubiera derivado del incumplimiento de un 

mandato que ha quedado insubsistente por virtud de la 

concesión. 

Derivado de lo expuesto, se estima innecesario el 

estudio de los restantes conceptos de violación, en virtud de 

que no se generaría un mayor beneficio a los quejosos, que 

el ya obtenido.

SEXTO. Efectos de la concesión. Con fundamento 

en el artículo 77 de la Ley de Amparo, las autoridades 

responsables respectivas de la Comisión Federal de 

Competencia Económica deberán:

1. Dejar insubsistentes los actos de veinticinco de 
junio de dos mil veinte (declaración de incumplimiento, 

multas como sanción y orden de cumplimiento); diecinueve 
de octubre dos mil veinte (multas como medida de 

apremio), y veintitrés de marzo de dos mil veintiuno 
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(cuantificación); en el expediente incidental **************

*; así como, cualquier otro acto que hubiera derivado del 

incumplimiento de un mandato que ha quedado insubsistente 

por virtud de la concesión. 

2. Decretar los actos probatorios e impulsión que en 

libertad de atribuciones considere pertinentes para generar 

certeza y convicción sobre los alcances de la figura de la 

fundación "stichting" en el derecho extranjero neerlandés.

3. Hecho lo anterior, con plenitud de atribuciones y 

facultades cuasi-jurisdiccionales, resuelva lo que conforme a 

derecho corresponda.

         Por lo expuesto, fundado y con apoyo, además, en lo 

dispuesto por los artículos 73, 74, 75, 76, 79, 124 y 217 y 

demás relativos de la Ley de Amparo; se,

R E S U E L V E:

ÚNICO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN AMPARA Y 
PROTEGE A  ****  *******  *********  *  ****** 
************  ****, en contra de los actos y autoridades 

precisados en el considerando segundo, por los motivos 

expuestos y para los efectos descritos en los considerandos 

quinto y sexto de esta sentencia.

Notifíquese; vía electrónica a la parte quejosa y al 
agente del Ministerio Público de la Federación adscrito, y 
por oficio a las autoridades responsables, en términos de 

lo dispuesto en el artículo 26, fracción II, de la Ley de 

Amparo.
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Así, lo resolvió y firma la licenciada Laura Gutiérrez de 
Velasco Romo, Jueza Tercero de Distrito en Materia 

Administrativa Especializada en Competencia Económica, 

Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la 

Ciudad de México y jurisdicción en toda la República 

Mexicana, asistida de Rosalba Balderas Álvarez  secretaria  

de juzgado que autoriza y da fe, hasta hoy treinta y uno de 
agosto de dos mil veintitrés, en que lo permitieron las 

labores del juzgado. Doy fe.

   
Jueza                                                     Secretaria

Razón. En esta fecha se giró/giraron el/los oficio/oficios 

En esta fecha se giró/giraron el/los oficio/oficios8294 y 8295.

En la Ciudad de México, siendo las nueve horas del _____________________, el actuario del 
Juzgado Tercero de Distrito en Materia Administrativa Especializado en Competencia 
Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones con residencia en la Ciudad de México y 
jurisdicción en toda la República, publicó en la lista de acuerdos de este órgano jurisdiccional, la 
determinación que antecede, con la cual quedan notificadas de ello las partes en este 
expediente, con excepción de las que deban notificarse personalmente, electrónicamente o por 
oficio; se asienta la presente razón de conformidad con lo dispuesto por los artículos 26, 
fracción III y 29, de la Ley de Amparo. Doy fe.

En treinta y uno de agosto de dos mil veintitrés, 

Secretaria

Ciudad de México, treinta y uno de agosto de dos 
mil veintitrés.

Rosalba Balderas Alvarez

R
osalba B

alderas Á
lvarez

70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.f5.44
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Autoridad Certificadora:  
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Firmante(s): 2 

 

FIRMANTE

Nombre: Rosalba Balderas Álvarez Validez: BIEN Vigente

FIRMA

No. serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.f5.44 Revocación: Bien No revocado

Fecha:
(UTC/ CDMX) 31/08/23 18:17:29 - 31/08/23 12:17:29 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

7d 27 fd 20 10 f4 f5 e6 20 c2 8d d4 c6 13 ad 57
6d b9 03 0d 33 ae 88 9f d7 56 d5 f4 51 9b a9 05
3c ea 60 61 29 6d c6 62 22 b3 53 3e e8 11 02 21
3f b4 7d b8 e6 44 48 24 ce 38 b6 59 6c 35 cf 0a
51 b8 9d d0 29 19 c8 20 10 47 a5 d6 44 b3 7b 04
1e 42 9e 17 bc a4 c3 8d 54 d1 4a 59 25 1f e3 5f
84 95 f2 ea 9a 12 47 26 e2 ac 16 79 8c f3 07 8d
a2 4b 1e 2c b3 9f 29 54 0e f3 ec 15 98 52 f2 c8
95 a5 a9 6b 65 9a 81 4d 5a 20 a1 34 3c 57 88 f8
57 4b 69 de 8c cd 19 1b ac dc 59 8b 38 d9 98 45
9e fc f0 c9 56 e2 40 c2 d4 09 e7 a1 e6 ca e4 b7
4e a9 28 dc da 90 d2 61 a7 f7 19 4f d0 46 c9 2f
a4 a2 b4 c0 9e 74 97 3a a8 30 e9 09 4e a6 79 46
0d 2d 31 cc ec a8 f5 46 44 b2 a6 45 6b cc 7e c0
a9 d7 38 9f dc 7f 4e 53 a0 ad 6a 96 8e 4b da 3b
cd bd fa 3b 5e 56 5c d6 2a a2 8a 8c da 4a 62 6c

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 31/08/23 18:17:30 - 31/08/23 12:17:30

Nombre del respondedor: OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.03

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 31/08/23 18:17:30 - 31/08/23 12:17:30

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 37379751

Datos estampillados: chQw9nujGJZnul8rw+4p26oPn80=
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FIRMANTE

Nombre: LAURA GUTIERREZ DE VELASCO ROMO Validez: BIEN Vigente

FIRMA

No. serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.52.37 Revocación: Bien No revocado

Fecha:
(UTC/ CDMX) 31/08/23 18:41:33 - 31/08/23 12:41:33 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

5d 74 de 99 2c 75 a5 4f fc c7 18 b1 d1 54 df 5a
66 9d c0 a9 69 26 49 50 47 08 37 b5 5b 8b 5a 31
fb 42 8d c7 39 37 a9 67 6d 4f 69 71 1c ff a7 59
53 03 f9 0a ce 9c d8 c5 23 99 a9 76 8d 40 19 c0
d2 03 fe b4 b3 a2 8a 72 c5 8a 9d 84 3d 23 3e 60
ab cd 9d ee 84 8f 9e d6 e3 65 5c 7a 21 56 06 94
e3 79 5f 1e 80 31 5f 22 70 78 8d 71 9b 34 f0 cc
b7 45 44 dd 1c 90 f2 9d 36 55 8f 98 1f ea bc b3
ca f8 33 c5 9c fb 93 15 b5 24 63 5a 2b 31 1c b0
60 5c 12 34 7f 85 06 f2 22 e2 78 bb 3f ce fc 5b
df ec e2 b5 b5 df 24 d1 05 d5 d4 68 e5 b6 ad 9c
a5 5d 4f 82 0c 4a 6b 66 3c aa cd e9 41 7d bf e4
28 80 a0 c6 81 51 93 43 07 76 a4 ae db ef a9 62
4f eb f8 f9 08 6b ba 03 85 e5 56 f5 97 29 cd 95
73 21 76 0b 74 7a f7 90 a2 28 d4 b7 5c 69 68 59
1d 15 e6 19 a7 4b dc 2c dd bb 00 95 5e 2e 18 c3

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 31/08/23 18:41:34 - 31/08/23 12:41:34

Nombre del respondedor: OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.03

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 31/08/23 18:41:34 - 31/08/23 12:41:34

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 37402217

Datos estampillados: +Qk1uQ/APlgIbKQ4OEjnwhQqwGQ=
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aEl treinta y uno de agosto de dos mil veintitres, la licenciada Rosalba

Balderas Alvarez, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Tercero de
Distrito en Materia Administrativa, Especializado en Competencia Económica,
Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México
y Jurisdicción en toda la República, hago constar y certifico que en esta
versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


